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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (108)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
ILC
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
IND-UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
IND-RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND-RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND-PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
ILE
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
ILC
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional estuvo ausente el diputado señor Ascencio.


-Concurrió, también, el senador señor Hernán Larraín.


Asistieron, además, los ministros del Interior, señor José Miguel Insulza, y de Educación Pública, señor Sergio Bitar.
-









II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 10.42 horas.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El acta de la sesión 69ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 70ª queda a disposición de los señores diputados y de las señoras diputadas.

IV. CUENTA


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN DE AGRICULTURA PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, a fin de sesionar simultáneamente con la Sala.


Acordado.


V. ORDEN DEL DÍA

ACUERDO ENTRE CHILE Y LA ORGANIZACIÓN EUROPEA PARA LA INVESTIGACIÓN ASTRONÓMICA EN EL HEMISFERIO SUR, SOBRE NUEVO CENTRO DE OBSERVACIÓN PROYECTO ALMA. Primer trámite constitucional.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre el Gobierno de Chile y la Organización Europea para la Investigación Astronómica en el Hemisferio Austral, relativo al establecimiento de un nuevo centro de observación Proyecto Alma.


Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Francisco Encina.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3219-10, sesión 65ª, en 8 de abril de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 3.


-Informe de la Comisión de RR.EE., sesión 72ª, en 6 de mayo de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 10.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional titulado “Acuerdo entre el Gobierno de Chile y la Organización Europea para la Investigación Astronómica en el Hemisferio Austral, relativo al establecimiento de un nuevo centro de observación Proyecto Alma”, suscrito en Santiago, en 21 de octubre de 2002.


El proyecto Gran Arreglo Milimétrico de Atacama, Alma, aportará a la astronomía milimétrica y submilimétrica las técnicas de síntesis y de apertura de la radioastronomía, las que permitirán obtener imágenes de alta precisión en la escala angular, inferiores al segundo del arco.


La riqueza del espacio celestial en longitudes de onda milimétrica está dada por la emisión térmica de gas frío, polvo y cuerpos sólidos, el mismo material que brilla intensamente en las longitudes de ondas del infrarrojo lejano.


En la actualidad, tales emisiones cósmicas de origen natural sólo pueden estudiarse en el espacio con la tosca resolución angular y la limitada sensibilidad ofrecida por los pequeños telescopios orbitales.


Alma producirá imágenes de longitud de onda de 1 milímetro con la misma resolución que las de 0,01, que será obtenida por el telescopio espacial de la próxima generación Alma.


Por otra parte, entregará información científica a longitudes de onda más larga, la que será complementaria a la del BLT también ubicado en Chile. Además, la configuración de sus antenas le otorgará una capacidad de lente zoom, de modo que también podrá ver imágenes de alta fidelidad de amplias regiones del cielo.


Alma será el instrumento de visualización más versátil y poderoso de la astronomía milimétrica.


Este nuevo centro de observación astronómica que instalará la Organización Europea para la Investigación Astronómica en el Hemisferio Austral, también conocida por la sigla ESO, consiste en un conjunto de 64 antenas de radioastronomía destinado a la investigación del universo que se instalará en terrenos del llano de Chajnantor, situados a 5.000 metros de altura en la comuna de San Pedro de Atacama, Segunda Región de Antofagasta, provincia de El Loa. Dicho lugar, el más alto habilitado para un telescopio en el planeta, en el que las temperaturas pueden variar desde un valor inferior al punto de congelamiento durante la noche hasta un calor ardiente durante el día, mientras una brisa constante barre el terreno, satisface los requisitos de un cielo excepcionalmente limpio y seco para la observación astronómica, como la que se efectuará gracias al proyecto Alma.


Ambas partes, tanto el Gobierno de Chile como la ESO, están de acuerdo en que este proyecto conformará uno de los más importantes instrumentos científicos diseñados actualmente en el mundo. En efecto, producirá imágenes del universo en longitudes de onda milimétricas y submilimétricas, con una sensibilidad y resolución angular sin precedentes. Agregan que será un importante adelanto para la astronomía, por cuanto será posible estudiar el origen de las galaxias, de las estrellas y los planetas, y se abrirá un nuevo horizonte en las ciencias, debido a su capacidad de observar galaxias donde se están formando estrellas, a lo largo y ancho del universo.


Por último, este observatorio, que se suma a los establecidos por la ESO en los cerros La Silla y Paranal, reviste alto interés nacional, en particular para la ciencia en Chile, ya que la astronomía chilena tendrá derecho a un diez por ciento del tiempo de observación, porcentaje análogo al previsto en el acuerdo de 1995, el que, en este caso, quedará sujeto a un mecanismo de administración del tiempo que será acordado entre la ESO y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt.


Podría parecer poco el diez por ciento que se otorga, pero hay que considerar que muchos otros países miembros de esta asociación tienen un porcentaje mucho menor de observación que el que tendrá Chile.


En el marco de los acuerdos internacionales, el Gobierno de Chile ha celebrado con la ESO dos, en los años 1963 y 1995, más el que tengo el honor de informar a la honorable Cámara, y ha contraído el compromiso de otorgar diversas facilidades para construir, equipar y mantener observatorios, quedando de cargo de la ESO el transporte del material, instrumentos y equipos necesarios hasta el sitio de su instalación; incluso, inmunidades, prerrogativas, privilegios y facilidades análogas a las que se les otorgan a la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, Cepal, en virtud del convenio suscrito entre Chile y la Cepal el 16 de febrero de 1953.


Debo señalar que, del mismo modo en que se ha convenido con la ESO para sus observatorios La Silla y Paranal, en el caso del personal que se desempeña en el proyecto Alma deberá cumplirse plenamente la ley laboral chilena, lo que constituye uno de los objetivos de los trabajadores en los proyectos que he mencionado.


Es importante destacar que la ESO ejecutará el proyecto Alma en conjunto con la asociación de universidades que administra y opera el Observatorio Radioastronómico Nacional de Estados Unidos de América, para lo cual ambas entidades ya han constituido la sociedad concesionaria de los terrenos, por escritura pública, cuyo extracto ha sido publicado en el Diario Oficial el 15 de abril de 2003.


Para estos efectos, dicha asociación de universidades estadounidenses gozará de las mismas prerrogativas y facilidades que se establecen para la ESO en los convenios antes señalados, en virtud de lo dispuesto en el artículo 48 de la ley Nº 17.318.


La Comisión escuchó al director de política especial del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Luis Winter Igualt; al director jurídico de la misma secretaría de Estado, embajador Claudio Troncoso Repetto, y al astrónomo y académico de la Universidad de Chile y asesor astrofísico de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt, señor Leonardo Bronfman, quienes dieron diversos antecedentes relacionados con los alcances de las obras por ejecutar en virtud del proyecto Alma, de los cuales se da una amplia información en el informe escrito puesto a disposición de los honorables colegas. 


El embajador Winter informó que el proyecto Alma constituye el desarrollo más notable en materia de observatorio desde los años sesenta. Precisó que en el valle de Chajnantor, de 17 mil hectáreas de extensión, se emplazarán antenas que conformarán una suerte de pantalla de 14 kilómetros para ver el universo, con el alcance de hasta 12 mil años luz de distancia.


Agregó que el proyecto Alma significa una inversión cercana a los 600 millones de dólares, 20 millones a 30 millones de los cuales quedarán en el país.


Explicó que cuando se inició el proceso de negociación se tuvo presente la importancia de este proyecto en la política exterior de Chile. Desde el ángulo científico, se contó con la asesoría de Conicyt y universidades. Primeramente, se vio la forma de conjugar el proyecto con los intereses regionales y locales, y la forma de contribuir a la comunidad científica chilena.


Expresó que los terrenos en que se instalará el observatorio no se enajenarán a la ESO, sino que se le entregarán con un mecanismo de concesión onerosa por 50 años, por lo cual deberá pagar una renta anual ascendente a 170 mil dólares. Esto lo diferencia claramente de lo ocurrido, por ejemplo, con los terrenos de Paranal, caso en el cual el Estado chileno debió pagar una gran suma porque había litigios de propiedad sobre el terreno.


Agregó que la Conicyt, mediante un convenio, recibe de la ESO cerca de 300 mil dólares anuales para el desarrollo de las ciencias y la astronomía en las universidades de Chile.


Señaló que dos terceras partes de los aportes de la ESO se destinarán al desarrollo de las ciencias y un tercio al desarrollo de la Segunda Región, en especial al desarrollo educacional y a la construcción de un pequeño hospital para las comunidades de Toconao y San Pedro de Atacama.


Finalmente, explicó que este acuerdo internacional se somete a la consideración del Congreso Nacional porque implica ingreso de personal para el desarrollo de las obras y de elementos materiales para la construcción del proyecto, lo cual significa otorgamiento de tratamiento de excepción a la ley interna en materia de aranceles e ingreso de extranjeros.


El señor Bronfman afirmó que el proyecto dará lugar al radiotelescopio más grande del mundo, compuesto de antenas que pueden enfocar y captar materias frías que los telescopios ópticos no pueden alcanzar, tales como los sistemas solares en formación, cubiertos por nubes de polvo.


Explicó que había varios lugares en el mundo que esperaban ser favorecidos con este proyecto y que el rival más serio de Chile era Hawai. Señaló que se comenzó a trabajar en el tema en 1995, año en el cual se seleccionó el terreno. Desde esa fecha hasta 1998 se efectuaron labores de protección del terreno, y se invitó a astrónomos para convencerlos de las bondades del lugar elegido. 


Precisó que el contacto de ingenieros chilenos con la tecnología que se empleará en el nuevo observatorio permitirá que ella sea traspasada a los estudiantes universitarios. Además, los fondos que se recibirán permitirán la creación de centros para el desarrollo de la ciencia y la tecnología en mejor forma.


Destacó que el fondo para el desarrollo de la astronomía permitirá recuperar a los chilenos que estudian en el extranjero e incorporarlos al sistema universitario nacional.


Indicó, por último, que otro efecto del proyecto ha sido que el número de estudiantes en el campo de la física y de la astronomía se ha multiplicado por tres desde que se conoce el proyecto. Existen actualmente 22 astrónomos chilenos, en circunstancias de que al inicio de los convenios con la ESO sólo existían cinco.


Al término de su estudio, la Comisión compartió plenamente los objetivos que se persiguen con el acuerdo internacional en informe, por lo que decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Cámara que le preste su aprobación adoptando el artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales, menores, que se salvan en el texto sustitutivo que la Comisión propone en su informe.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, tal como ha señalado el diputado informante, el tratado suscrito con la ESO constituye el tercer acuerdo de similar naturaleza. El primero, por el cual se construyó el observatorio La Silla, se suscribió en 1963; el otro, que dio lugar a Paranal, en 1995, todos los cuales, incluido el que estamos analizando, han sido suscritos con esta organización europea que, en este caso, operará en conjunto con una organización de Estados Unidos.


El acuerdo es de gran importancia para el desarrollo científico. Enfrenta situaciones sobre las cuales pusimos especial atención, como el compromiso de respetar el marco laboral existente en el país para situaciones de esta naturaleza; el cuadro de concesiones en cuanto al terreno en el cual funcionará el observatorio, y el marco de buena utilización, por científicos chilenos, del esfuerzo de investigación.


Ese diez por ciento de tiempo de investigación que podrá ser utilizado por científicos chilenos abrirá un gran espacio, una gran posibilidad, cuestión que también existe en los observatorios instalados con anterioridad. Este aspecto, reflejado en el acuerdo, constituye un paso importante y trascendente para la astronomía, y lo vemos como algo muy positivo para el país y para la ciencia en su desarrollo internacional.


En el aspecto jurídico, me interesa destacar que, por tratarse de un nuevo observatorio, es necesaria la aprobación por parte del Congreso Nacional, de la manera establecida en el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política del Estado. Por eso, hoy lo estamos conociendo.


La sigla del proyecto es Alma. Su puesta en marcha obedece a la necesidad de entregar imágenes de cómo se formaron las galaxias hace 12 mil a 14 mil millones de años, permitiendo el estudio científico detallado de regiones cercanas a nuestra galaxia en las cuales se están formando estrellas y planetas. Estas regiones se encuentran ocultas por el polvo estelar, lo que las hace invisibles para la astronomía óptica, pero transparentes para las ondas milimétricas, que es precisamente lo que busca el proyecto, de acuerdo con el relato que científicos pertenecientes a Conycit nos hicieron saber en la Comisión de Relaciones Exteriores, y, además, en los documentos a los cuales hemos tenido acceso y que describen el proyecto.


Se señala, también, que este gran radiotelescopio que se instalará en la zona especificada no es sólo uno de los principales proyectos astronómicos actuales, combinando las aspiraciones de científicos de Europa y de Estados Unidos, sino que, en realidad, es uno de los más importantes instrumentos científicos planeados en el mundo.


Otro aspecto relevante es la justificación de la localización del proyecto. Se dice que Chajnantor, zona cercana a San Pedro de Atacama, tiene características atmosféricas insuperables para la astronomía milimétrica y submilimétrica. Esto ha sido corroborado en terreno por mediciones de transparencia atmosférica desarrolladas durante varios años. No se conoce de otro lugar en la Tierra -se insiste- que combine las excelentes condiciones atmosféricas con la facilidad de acceso que da un país con una gran estabilidad política y económica, y con la ventaja adicional de una muy bien desarrollada infraestructura atmosférica. No sólo se trata de la claridad de nuestros cielos, sino, además, de las condiciones climáticas que permiten la utilización en una proporción del año realmente insuperable.


Es necesario dejar reflejado el hecho de que el territorio chileno haya sido elegido para desarrollar este proyecto científico por las razones entregadas.


Por todos esos aspectos, anuncio el voto favorable de la bancada de la Democracia Cristiana al proyecto de acuerdo para que pueda ser despachado al Senado de la República y convertirse en tratado, a través de la ratificación que el Presidente de la República haga en su momento.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, hemos escuchado al diputado informante y al colega Riveros hablar acerca de las bondades del acuerdo entre el Gobierno de Chile y la Organización Europea para la Investigación Astronómica en el Hemisferio Austral, ESO.


El nuevo centro de observación astronómica que se instalará en virtud del proyecto Alma, sobre el cual informó a la Comisión el asesor astronómico de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, señor Leonardo Bronfman, consiste en el radiotelescopio más grande del mundo, compuesto por antenas que pueden enfocar y captar materias frías que los telescopios ópticos no pueden alcanzar, tales como los sistemas solares en formación, cubiertos por nubes de polvo.


Es importante señalar que el rival más serio que tuvo Chile fue Hawai, entre diversos países que postularon a ser favorecidos con este proyecto. 


El interés internacional por ser sede de un observatorio de estas magnitudes se explica por el enorme beneficio que traerá al país. Desde luego, en el caso de Chile, nuestros astrónomos podrán ocupar el 10 por ciento del tiempo de su funcionamiento, además de los fondos que se recibirán para el desarrollo de nuestra ciencia y tecnología. 


De este modo, el desarrollo de la tecnología permitirá recuperar a los chilenos que están estudiando en el extranjero para incorporarlos al sistema universitario. Por otra parte, hará posible aumentar el número de estudiantes en el campo de la física y de la astronomía, que, desde que se conoce el proyecto, ya se ha multiplicado por tres.


La Organización Europea para la Investigación Astronómica en el Hemisferio Austral está constituida por Alemania, Bélgica, Dinamarca, Francia, Italia, Holanda, Portugal, Suecia y Suiza, con el objeto de construir, equipar y hacer funcionar un observatorio astronómico en el hemisferio austral, lo que debiera facilitar el acceso de nuestro país a los programas de cooperación científica y tecnológica que impulsa la Unión Europea.


Este acuerdo es un nuevo instrumento que viene a reforzar aún más los lazos de asociación establecidos por nuestro país con la Unión Europea.


El embajador Luis Winter, director de política especial de la Cancillería, informó a la Comisión que el proyecto Alma consta del levantamiento de las antenas, de la construcción de una planta para el procesamiento de datos y de una especie de hotel para el alojamiento de los científicos. Se calcula que, además, deberán ser contratadas cerca de doscientas personas, entre chilenos y extranjeros, regidas por los estatutos de personal convenidos entre Chile y ESO.


Afirmó que hasta el 2004 se efectuará la etapa de desarrollo no físico del proyecto, lo que involucra aspectos tales como cálculos y proyecciones; desde el 2005 al 2011 se efectuará el desarrollo de las construcciones, y se espera que comience a funcionar el 2011. El observatorio Alma será, entonces, un acontecimiento científico que coincidirá con el momento en que nuestro país estará celebrando el bicentenario de nuestra República. Será un momento en que el espíritu del pueblo chileno no sólo estará abierto a la sociedad internacional y global de nuestro tiempo, sino que, a través de sus científicos, empezará a extender su conocimiento al espacio cósmico en las condiciones excepcionales que procura este acuerdo.


El acuerdo no innova respecto del estatuto laboral de ESO en Chile, vigente para los observatorios La Silla y Paranal. De esta forma, el personal del proyecto Alma se regirá por un reglamento que deberá armonizar los principios y objetivos esenciales de la legislación chilena, en especial en lo que se refiere al derecho de asociación y a la negociación colectiva. En este aspecto, la ESO contratará personal en forma directa y utilizará los servicios de contratistas regidos por la ley chilena.


Es indudable que el establecimiento de este nuevo observatorio será un aporte al desarrollo científico nacional, así como un adelanto, especialmente para los pueblos de San Pedro de Atacama y de Toconao, ubicados en la Segunda Región. En ese plano, el diputado por esa zona, señor Manuel Rojas, me hizo ver lo felices que se encuentran los habitantes de esas localidades por esta noticia.


Como miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados y en nombre de la Unión Demócrata Independiente, anuncio nuestro voto favorable al proyecto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, seré breve, por cuanto la completa exposición del diputado informante evita repetir algunos argumentos que se han expresado.


Quiero llamar la atención acerca de la importancia de aprobar el proyecto. Éste apunta en el sentido de lo que debemos hacer al iniciar el siglo XXI, época caracterizada por una sociedad fundada en el conocimiento, a la que Chile, a través de este proyecto, está contribuyendo.


Ya están quedando atrás las sociedades agrícolas y básicas como, asimismo, la sociedad industrial y sus respectivas economías. Hoy -repito- caminamos por la sociedad del conocimiento. El aporte que Chile hará al aprobar la iniciativa apunta en ese sentido. Esta contribución, en el campo de la astronomía y de la física, es comparable, dentro del ámbito de la medicina, a la distancia que existe entre la resonancia nuclear magnética y el escáner. Hoy, el mundo científico sabe que el instrumento más poderoso para detectar enfermedades es la resonancia nuclear magnética, que duplica la capacidad técnica del escáner.


El proyecto en debate, a cuya aprobación concurriremos gustosos los diputados de Renovación Nacional, equivale, en medicina -repito-, a la resonancia nuclear magnética, porque apunta a la sociedad del conocimiento, ámbito en el que Chile se está insertando.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señores diputados, ha concluido la discusión del proyecto. 


Propongo a la Sala votar los proyectos al término del Orden del Día, porque hay muchas Comisiones funcionando y, además, estamos esperando, del Senado, el proyecto que crea el Consejo Nacional de la Cultura. 


¿Habría acuerdo? 


Acordado. 


-Posteriormente, la Sala votó el proyecto en los siguientes términos:

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Debo informar a la Sala de los siguientes pareos: entre los diputados señores Carlos Olivares y Francisco Bayo, y entre los diputados señores Maximiano Errázuriz y Fulvio Rossi.


En votación el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre el Gobierno de Chile y la Organización Europea para la Investigación Astronómica en el Hemisferio Austral, relativo al establecimiento de un nuevo centro de observación, denominado proyecto Alma.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, 
Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DEL PROMITENTE COMPRADOR DE UN INMUEBLE. Primer trámite constitucional.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que agrega requisitos a los establecidos en el artículo 1554 del Código Civil, referido al contrato de promesa, y criminaliza conducta constitutiva de estafa en el artículo 470 del Código Penal. 


Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Juan Bustos. 


Antecedentes:


-Moción, boletín Nº 2694-07, sesión 55ª, en 18 de abril de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 7.


-Informe de la Comisión de Constitución, sesión 72ª, en 6 de mayo de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 14.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, el proyecto dice relación con un asunto que suele afectar especialmente a gente de escasos o medianos recursos. En efecto, hay personas que, con grandes sacrificios y esfuerzos celebran un contrato de promesa de compraventa sobre una casa habitación o un local comercial, las que a menudo se ven confrontadas a la situación de que la promitente vendedora abandona la construcción, cae en quiebra o que las condiciones establecidas en el contrato de promesa no corresponden a la realidad. Esta situación ha aumentado en el último tiempo, y en vista de los engaños en que incurren algunas empresas constructoras, ha cundido entre los consumidores y los ciudadanos de escasos o medianos recursos la desconfianza y la falta de credibilidad.


Por eso, el proyecto tiene por objeto cautelar los intereses de las personas que celebren un contrato de promesa de compraventa de bienes inmuebles, es decir, lo que comúnmente se llama “compras en verde”. Con tal objeto, se propuso una modificación al artículo 1554 del Código Civil, sobre promesa de compraventa, disponiendo que cuando versara sobre inmuebles debería establecerse una cláusula o garantizarse una póliza de garantía en favor del promitente comprador por el posible incumplimiento del contrato dentro del plazo pactado, con el objeto de resguardar los dineros entregados. En caso contrario y ante un eventual incumplimiento, se configuraba la estafa, para lo cual se modificaba el artículo 470 del Código Penal, agregando un número 9.

Durante su estudio, la Comisión tuvo a la vista la legislación aplicable en España, y sus integrantes pudimos verificar que en esta materia existe la cláusula de garantía, que surgió por la falta de confiabilidad en las promesas de compraventa, dada la gran cantidad de defraudaciones o engaños que se producían. La introducción de dicha cláusula permitió un impulso a la construcción en ese país.


En la Comisión oficiaron o enviaron oficios sobre el tema entidades como el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Servicio Nacional del Consumidor, la Cámara Chilena de la Construcción y el profesor de la Universidad de Chile, señor Pablo Ruiz-Tagle. En general, con mayores o menores matices, todos estuvieron de acuerdo con el establecimiento de esta cláusula de garantía, y sólo hicieron algunas sugerencias para la mejor concreción del proyecto.


En virtud de ello, el entonces diputado Sergio Elgueta, el diputado Patricio Hales y quien habla presentaron una indicación sustitutiva, en virtud de la cual no se modifica el Código Civil, en atención a su tradición y a que la modificación de la normativa sobre promesa de compraventa podía provocar mayores perjuicios, sino que la ley general de Urbanismo y Construcción, mediante la introducción de un artículo 138 bis, que establece la obligatoriedad de esta cláusula de garantía. Esto parecía más adecuado, porque en esa ley se legisla sobre los llamados “loteos brujos”, que también significaron una defraudación a los ciudadanos. Es decir, la no entrega de las viviendas o locales comerciales correspondientes conforme con el contrato de promesa de compraventa aparecía vinculado, de alguna manera, con los loteos brujos. 


La sustitución consideró algunas sugerencias hechas, por la Cámara Chilena de la Construcción y por el Ministerio de Vivienda, entre otras, por ejemplo, respecto de que la póliza de garantía no cubriera el total del precio de la compraventa, sino sólo la parte del precio entregada por el promitente comprador. Esto parece lógico, ya que si la disposición penal sanciona el perjuicio sufrido por el promitente comprador, el seguro sólo debía cubrir la parte del precio entregada por éste.


El proyecto fue aprobado con esta indicación sustitutiva sólo con una abstención. De manera que puedo decir que la iniciativa contó con la aprobación prácticamente unánime de la Comisión, por considerar que su fundamento, sus objetivos y la forma en que se modifica la ley general de Urbanismo y Construcción y el Código Penal solucionan las situaciones planteadas y resguardan los intereses de los promitentes compradores.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable diputado Francisco Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito a los autores de la iniciativa, el ex diputado Sergio Elgueta y los diputados Juan Bustos y Patricio Hales, porque creo que soluciona un problema muy grave.


Quiero recordar los últimos casos. Por ejemplo, en la mañana de hoy, en la televisión se mostró el drama que viven las personas que compraron viviendas a través de Habitacoop, y que, no obstante vivir en ellas, no era de su propiedad. Esta situación afecta, en particular, a las personas más pobres del país, porque la política del Ministerio de Vivienda es avanzar en la construcción de viviendas dinámicas, sin deuda, y dejar las viviendas básicas que antes construía el Serviu al sector privado. Por lo tanto, debemos proteger a los chilenos afectados por situaciones como la que hemos visto en la televisión: que muchas veces los promitentes compradores pagan su casa de contado, pero debido a que no están escrituradas a su nombre, sencillamente son estafados.


Considero que esta iniciativa va por el sentido correcto. En otros países existen legislaciones que protegen a los compradores de una vivienda, sobre todo cuando compran en verde. Como decía el diputado Bustos, existen experiencias relacionadas con este tipo de pólizas, que han permitido aumentar el número de viviendas vendidas por ese sistema; incluso han sido un elemento dinamizador de la construcción.


Esto echa por tierra la prevención que nos han hecho algunas personas vinculadas fundamentalmente al gremio de la construcción, en cuanto a que ello encarecería el costo de las viviendas. No debemos olvidar que, cuando se compra en verde, se ofrece un descuento de 1, 2 ó 3 por ciento. Algunos estudios de compañías de seguros indican que, en la medida en que este seguro sea masivo, disminuirá su valor. He hecho algunas consultas y se me ha informado que alcanzaría a alrededor del 1 por ciento del monto que se entrega en forma anticipada, normalmente el 25 por ciento del valor total de la casa. Si consideramos una vivienda de 1.000 UF y se adelantan 250 UF, el valor del seguro sería del 1 por ciento de esas 250 UF, y protegería al prominente comprador de una eventual quiebra del promitente vendedor. Esto es así; conocemos el drama de gente que compra una vivienda y lo pierde todo. Es el caso, también, de muchos mineros del norte que han llegado a vivir a conjuntos habitacionales como Arcos de Miramar, en La Serena, o Cobresal, en Ovalle, y de todas esas personas que han comprado a través Habitacoop, cuya única aspiración es tener su casa propia. Muchos de ellos han adelantado dineros y, a veces, el valor total de la vivienda. Conocemos el drama de algunas personas que han pagado su casa de contado, pero como no se ha levantado la hipoteca que tiene el constructor con el banco que financió la obra, son despojadas del único bien que han aspirado a tener en su vida.


Felicito a los autores de esta iniciativa y anuncio que la voy a apoyar. Sin embargo, tengo una inquietud que espero resolver mediante indicación. Creo que no basta con que la cobertura de la póliza sea hasta el momento de la recepción final de la vivienda por parte de la municipalidad. Lo ideal sería que cubriese hasta que no existiera ningún gravamen ni hipoteca, porque puede ocurrir que una vivienda cuente con la recepción final, pero que esté hipotecada por un banco o financiera, caso en el cual no se podría escriturar a nombre del promitente comprador. No tengo la certeza de que este aspecto quede resuelto en el actual texto. A pesar de que se avanza enormemente, considero importante dejar establecido que la vivienda esté absolutamente libre de todo gravamen para que pueda ser inscrita a nombre del promitente comprador.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable diputado Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, cuando analizamos esta moción del diputado Juan Bustos en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, lo hicimos en el entendido de que recoge una situación que, desgraciadamente, ocurre en las transacciones comerciales de bienes inmuebles: debido a situaciones muchas veces dolosas o culposas, algunas personas ven perdidos sus ahorros destinados a la compra de una vivienda.


Originalmente, esta moción pretendía modificar el artículo 1554 del Código Civil, que regula la promesa de compraventa. Luego de escuchar a algunos profesores de derecho civil, se llegó a la conclusión de que ése no era el mejor camino, puesto que, para los efectos de un solo tipo de promesa, que es la compraventa de inmuebles, se estaba modificando un artículo que dice relación con la promesa en general. En consecuencia, habríamos estado incorporando una norma general que habría hecho compleja su interpretación por los tribunales.


Como resultado de esas reuniones se llegó a la conclusión de que era mejor modificar la ley general de Urbanismo y Construcción, incorporando una disposición que entregare una mayor garantía a los promitentes compradores.


En esa oportunidad también se discutió algo que podría ser importante desde el punto de vista de la protección de los derechos: la modificación de una norma del Código Civil. Para tal efecto, junto con la diputada Pía Guzmán presentamos una indicación, que fue rechazada por unanimidad. Quiero aclarar que durante los tres minutos que demoró la discusión, los diputados que la presentamos no tuvimos oportunidad de defenderla porque no estábamos presentes. Por cierto, es responsabilidad nuestra y no de quienes la rechazaron. Pero, como ahora tengo una buena oportunidad, quiero explicarla brevemente.


Se trata de modificar el artículo 2480 del Código Civil. Junto con la diputada Pía Guzmán y el diputado Ojeda presentamos una indicación para modificar la prelación, el derecho de prenda general. Todos los acreedores, frente a un deudor, tienen el derecho de prenda general. El haz de acreedores, como decía don Jacobo Schaulsohn, ex diputado y ex profesor de derecho civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, tiene un derecho igualitario al momento de cobrar sus deudas, a menos que la ley disponga privilegios o preferencias.


Ése es el sistema de prelación que contiene nuestro Código Civil y que tiene aplicación muy importante cuando se trata de deudores comerciales o civiles insolventes, que se hayan declarado en quiebra, cualquiera que sea su naturaleza. En ese caso, se concurre de acuerdo con las preferencias o prelaciones establecidas. Primero están los trabajadores -hay muchos otros-, por la acreencia establecida en sus contratos de trabajo. Después están, con un crédito preferente, los acreedores que tienen garantías reales, como los acreedores hipotecarios, es decir, aquellas personas que han constituido prenda sobre un inmueble, a las cuales se les paga con preferencia respecto de la masa de acreedores.


Si queremos proteger a los promitentes compradores que posean contratos debidamente inscritos, deberíamos considerarlos con esa prelación, junto con las hipotecas y los censos.


Por eso, presentamos una indicación muy simple para sustituir el artículo 2480 del Código Civil por el siguiente: “Artículo 2480. Para los efectos de la prelación, los censos y los contratos de promesa de compraventa de inmuebles, debidamente inscritos, serán considerados hipotecas.


“Concurrirán, pues, indistintamente entre sí y con las hipotecas según las fechas de las respectivas inscripciones”.


Por lo tanto, quien tenga una promesa de compraventa sobre un inmueble, debidamente inscrita, concurrirá, frente a un deudor fallido o no fallido, con preferencia en su derecho de prenda general, para los efectos de que se le pague hasta la concurrencia de su acreencia, que no será, ni más ni menos, que lo que pagó de contado por un inmueble, transacción que fracasó por insolvencia o incumplimiento civil o penal del deudor.


Con una modificación de esta naturaleza, más la modificación de la ley general de Urbanismo y Construcción y el establecimiento de un tipo penal específico en el artículo 470 del Código Penal, según lo establece la moción, a nuestro juicio quedaría mejor resguardada la situación de los deudores, materia que ha preocupado a los mocionantes, sin crear una condición de especial peso para las empresas inmobiliarias, en el sentido de que la norma que modifica el artículo 2480 del Código Civil no crea una contracarga económica para nadie; simplemente, otorga una prelación a un acreedor específico: el promitente comprador con promesa de compraventa inscrita.

He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señor Presidente, primero, el proyecto modificaba una norma del Código Civil a fin de asegurar la responsabilidad patrimonial de la empresa promitente vendedora, pero, como ese no era el camino más apropiado para el objetivo que se persigue, se propuso una modificación a la ley general de Urbanismo y Construcción.


El objetivo, que comparto, es proteger una supuesta debilidad por parte del promitente comprador ante el evento de que el promitente vendedor no le entregue aquello a lo cual se comprometió. Sin embargo, existen ciertos problemas que deberían ser corregidos en la Comisión.


En primer lugar, el costo de la póliza de garantía tiene que ver con un elemento financiero. En la mayoría de los casos, significa la inamovilidad de ciertos recursos por parte de la empresa relativos al riesgo. Habitualmente, antes de otorgarse, se hace un examen exhaustivo de la peticionaria. Si no tiene mucha solvencia, la boleta resulta más cara. Entonces, el punto es quién la paga finalmente; porque no es la empresa ni el banco, sino el comprador. Así, sin conocimiento de lo que ocurre, puede verse expuesto a pagar mucho más de lo que vale la propiedad y correrá el riesgo de que, a la postre, el bien final que quiere comprar, el inmueble, no le sea entregado. De manera que no es indiferente el costo final de la boleta de garantía de este instrumento financiero.


En segundo lugar, los grandes abusos que se producen en la compra “en verde” se deben a un factor distinto. Como la empresa requiere financiamiento, pide un préstamo a un banco, el cual le exige hipotecar el terreno donde va a construir. Si la empresa quiebra y no cumple su obligación, el promitente comprador de un departamento ya pagado, al pedir al banco el alzamiento de la hipoteca, constituida sobre el terreno y, por accesión sobre el edificio, contestaba que debía pagar, además de lo establecido en la promesa de compraventa, lo que la empresa adeudaba al banco, exigencia imposible de cumplir y que duplica el valor del inmueble.


Al respecto, el inciso tercero del artículo 16 de la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, señala: “Se podrá constituir hipoteca sobre una unidad de un condominio en etapa de proyecto o en construcción, para lo cual se archivará provisionalmente un plano en el Conservador de Bienes Raíces, en el que estén singularizadas las respectivas unidades, de acuerdo con el permiso de construcción otorgado por la Dirección de Obras Municipales. Esta hipoteca gravará la cuota que corresponda a dicha unidad en el terreno...”.


Dicho artículo establece el procedimiento que se ha seguido hasta ahora en los casos de las personas que compran un departamento “en verde” de un edificio construido en un terreno que se encuentra hipotecado al banco que financió la obra. Si la constructora, con posterioridad, quiebra o no cumple con sus obligaciones, se puede exigir al banco el alzamiento de la hipoteca del bien adquirido, con lo cual se puede disponer libremente de él, y el comprador no se hace responsable de la deuda de la empresa con el banco.


Eso es muy importante. De hecho, cuando hoy se celebra una promesa de compraventa de un departamento “en verde”, habitualmente se hace comparecer al banco respectivo, el que se compromete a alzar la hipoteca del bien que se está comprando. Con ello se evita el abuso que se cometía con los promitentes compradores, quienes debían pagar hasta dos o tres veces su valor, y cuando no podían hacerlo, perdían toda la plata que habían entregado. Por lo tanto, el problema que pretende solucionar el proyecto se remite a casos prácticamente inexistentes.


Asimismo, como tercera observación, no me parece apropiado elevar a la categoría de delito el incumpliento de la obligación señalada, porque siempre hemos sabido que el derecho penal es la última ratio, el último mecanismo que tiene la sociedad para normar conductas. Hay muchos otros caminos que sancionan el incumplimiento de dicha obligación.


Además, es legítimo que el promitente comprador decida libremente qué garantía ofrece al promitente vendedor, la cual no tiene por qué ser una boleta o póliza de garantía. Puede ser una hipoteca sobre otro bien, un aval, un inmueble, etcétera. Por tanto, es legítimo que el promitente comprador decida cómo garantiza su obligación, ya que, probablemente, en ciertos eventos puede resultar más conveniente para el promitente vendedor, desde el punto de vista económico, que se le garantice el compromiso de compraventa con otro inmueble o con la hipoteca sobre otro bien, que exigir una póliza de garantía, en especial si la empresa tiene riesgo alto.


De allí que me parece perjudicial imponer por ley el tipo de garantía que debe establecerse en la promesa de compraventa. Por lo tanto, si bien el proyecto persigue un objetivo loable, a mi juicio requiere mayor análisis.


No me preocupa lo que se dispone respecto del crédito preferente, por cuanto el que responde de las boletas de garantía es el banco, aun en el evento de la quiebra de la empresa. El crédito preferente es del banco con la empresa constructora; el promitente comprador no requiere preferencia para ejecutar la boleta de garantía. No obstante, me gustaría que los tres primeros puntos se analizaran con mayor detención en la Comisión, porque, a mi juicio, se corre el riesgo de que un proyecto que tiene un objetivo loable resulte perjudicial en algunos casos.


De igual modo, se debe regular el uso que finalmente se hará de la póliza de garantía, pues, a mi entender, el objetivo de los autores de la iniciativa es que sólo garantice la entrega del bien, y todos sabemos de la amplia jurisprudencia de juicios al respecto. Muchas veces, las pólizas de garantía terminan garantizando la entrega oportuna, la calidad y las condiciones técnicas, aspectos que no siempre son fáciles de determinar, por lo que habría que remitirse exclusivamente a la entrega del bien y determinar las condiciones en que debe hacerse.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Forni.


El señor FORNI.- Señora Presidenta, comparto lo señalado por los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que el objetivo del proyecto es loable y razonable. 


Felicito al diputado Bustos por ser uno de sus autores y por haberlo defendido permanentemente en la Comisión, pero con una actitud bastante flexible frente a las distintas inquietudes formuladas por los parlamentarios.


Es un avance importante el hecho de que no se modifique el Código Civil y se vaya a la ley general de Urbanismo y Construcción, principalmente, así como también que el monto de la caución se reduzca a aquella parte del precio que ha pagado el promitente comprador. Estas modificaciones hacen viable el proyecto y posibilitan que más chilenos, especialmente trabajadores, puedan ser propietarios.


En tal sentido, debe avanzarse en la flexibilización de los créditos hipotecarios, con tasas de interés más atractivas, y en otros aspectos que afectan a la clase media, la más golpeada por las medidas económicas o legales en relación con la adquisición de viviendas.


Sin embargo, comparto la opinión del diputado Monckeberg y la de quienes se pronunciaron sobre la materia en la Comisión. Es importante evitar el impacto negativo que pudiera tener un proyecto de esta naturaleza, en particular en la clase media, ya que los sectores más desprotegidos no se van a ver afectados, toda vez que, en la práctica, no compran “en verde”. Por lo tanto, soy partidario de que la iniciativa vuelva a Comisión, con el objeto de estudiarla con calma y detalladamente.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Bustos.


El señor BUSTOS.- Señora Presidenta, el texto aprobado por la Comisión responde bastante bien a lo que se necesita.


Hay que recordar que la Sala reenvió el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia con el objeto de que se hicieran las modificaciones correspondientes, en relación con las que se plantearon en su momento por la Cámara Chilena de la Construcción, el Ministerio de Vivienda y el Departamento de Consumidores, todas bastante pertinentes y que permitieron su mejoramiento. Por ejemplo, la que señaló muy bien el diputado Forni, en cuanto a que la póliza de garantía fuera sólo para cubrir aquella parte del precio cancelada por el promitente comprador; la que insinuaron la Cámara Chilena de la Construcción y el Ministerio de Vivienda, en el sentido de que la póliza de garantía debe ser identificada dentro del contrato y ser extendida a favor del promitente comprador.


El diputado Monckeberg expresó que debía precisarse lo que garantiza la póliza. Por eso, en el proyecto quedó claramente establecido que la póliza tiene tres objetivos: primero, el cumplimiento del plazo, es decir, que se entregue el bien dentro del plazo establecido en el contrato de promesa de compraventa; segundo, el cumplimiento también de alguna otra condición establecida en dicho contrato por parte del promitente vendedor, y, por último, que las obras se ciñan a las especificaciones convenidas.


No hay duda de que está muy claro que este instrumento mercantil no es una póliza de garantía amplia o de números abiertos, sino que sólo contiene tres objetivos muy precisos, que dicen relación, justamente, con todos los casos en los que, según la experiencia habida, se producen problemas con las empresas constructoras irresponsables.


Desde esa perspectiva, quedó bastante asegurado que no se trata simplemente de que el promitente comprador pueda obtener algún beneficio. A su vez, queda también explícito que la póliza de garantía sólo rige cuando existe un perjuicio para el promitente comprador, de manera que si dicho perjuicio no se comprueba, no hay posibilidad alguna de sanción penal.


De modo que el promitente vendedor también queda suficientemente asegurado, porque conoce, en primer lugar, los casos específicos para los cuales se aplica dicha póliza de garantía, y, en segundo lugar, sabe que no podrá perseguírsele responsabilidad penal si no hay perjuicio.


Entonces, no sólo hay garantía o protección para el promitente comprador, sino también para el promitente vendedor, más allá -es la experiencia española- de que una disposición de esta naturaleza, puesto que otorga mayor confianza al ciudadano y también a las empresas constructoras, implica un impulso a la construcción porque hay mayor número de personas de medianos o de escasos recursos dispuesto a firmar promesas de contratos de compraventa.


Reitero que el paso del proyecto por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia permitió hacer las modificaciones complementarias en el sentido de precisar que no sólo el promitente comprador va a quedar protegido respecto de engaños o fraudes, sino también el promitente vendedor, en cuanto a que no existe una cláusula abierta que permita que también promitentes compradores, a través de subterfugios, obtengan beneficios que no correspondan.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señora Presidenta, en primer lugar, felicito al diputado Juan Bustos por esta iniciativa, que se enmarca dentro de una legislación que pretende establecer ciertos grados de equilibrio en las relaciones entre empresas constructoras y quienes contratan sus servicios, es decir, los usuarios o consumidores. Generalmente, las personas que acceden a la posibilidad de adquirir viviendas, mediante una promesa de compraventa, son de escasos o de medianos recursos. Posteriormente, cuando empresas constructoras caen en falencia o por problemas económicos no pueden cumplir con los contratos, esa gente se ve afectada.


Lo importante es que establecemos una legislación que dispone grados de equilibrio. Como legisladores, nos interesa contar con normas que permitan que tanto quienes prestan servicios -es el caso de las constructoras- como quienes los reciben, estén en igualdad de condiciones; que haya derechos y obligaciones equivalentes para ambas partes. A ese aspecto apunta la iniciativa del diputado Juan Bustos.


En segundo lugar, comparto plenamente lo dicho por el diputado Bustos en relación con el tipo penal que estamos creando, por cuanto sólo se va a hacer efectiva la penalidad si el delito es consumado, es decir, si hay perjuicio patrimonial para el promitente comprador. Si no existiera ese perjuicio, aun cuando no se hubiere establecido la cláusula de garantía, no se estaría tipificando el delito. En consecuencia, en este caso también quedan resguardados los derechos del promitente comprador y de quien represente a la inmobiliaria o empresa constructora.


Desde ese punto de vista, apoyamos el proyecto de ley, porque -insisto-, apunta fundamentalmente a establecer grados de equilibrio en las relaciones comerciales, que hoy están en un plano asimétrico, porque todas las garantías las tienen la empresa constructora, la inmobiliaria, y el usuario, muchas veces, se ve perjudicado por situaciones que ocurren frecuentemente en ese ámbito.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Cito a reunión de Comités.


Tiene la palabra el diputado Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señora Presidenta, el proyecto, tal cual está redactado, obliga a garantizar no sólo la entrega del bien, sino todas las especificaciones técnicas. Está bien. Me parece apropiado que el bien se entregue en las condiciones que se pactó; pero al obligar a garantizar las condiciones técnicas de un bien, so pena de que, si no se hace, se comete delito, estaríamos frente a una situación tremendamente compleja. La cantidad de contingencias que se producen, mayores y menores, respecto de las condiciones técnicas en que se entregan los bienes inmuebles, son altísimas, y, por tanto, un promitente comprador tiene el legítimo derecho de pedir garantías distintas a través de una boleta bancaria.


En consecuencia, todas aquellas contingencias que puedan producirse entre la empresa constructora y el comprador respecto de la forma y el modo en que se entregan los bienes, constituirían delito si no se recurre a una boleta bancaria que las garantice. Eso, a mi juicio, no es conveniente, además de que no es el objetivo del proyecto, cuya finalidad es evitar el fraude, que se ha producido en algunas oportunidades con especial énfasis, consistente en que, finalmente, no se entrega la obra y el banco se queda con lo poco que había. En este caso -insisto-, se está transformando en delito el hecho de no garantizar con boleta o póliza de garantía, incluso las condiciones técnicas de esta entrega, lo que no creo que sea apropiado.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Bustos.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, en relación con lo que planteaba el diputado Monckeberg, hay que señalar, en primer lugar, que esas especificaciones deben estar en el contrato. O sea, no se trata de cualquier especificación técnica, sino que sólo de aquellas que estén dentro del contrato y convenidas por ambas partes.


En segundo lugar, no necesariamente habrá delito si no hay perjuicio. Por lo tanto, en modo alguno, una determinada especificación clara, que no produce ningún perjuicio, provocará delito. Pero hay casos en que es necesario. Por ejemplo, en la ciudad de Quilpué se construyó un edificio de departamentos, de valores bastante elevados 
-aproximadamente 2500 UF-, que adquirieron pequeños profesionales y comerciantes. Pero los servicios correspondientes y bomberos, encargados de fiscalizar el edificio en su área de competencia, le pusieron un sello rojo, porque toda su instalación de gas, convenida en el contrato, estaba mal hecha. Finalmente, los dueños de los departamentos tuvieron que rehacer completamente la red de gas de dicho edificio, con el consiguiente enorme perjuicio, porque no se cumplió con las especificaciones -reitero- establecidas en el contrato, y, además, porque de mantenerse esa situación podría haber provocado graves daños personales y materiales como consecuencia de una eventual explosión.


Ése es un caso claro en que se provocó un perjuicio pecuniario. Es decir, al momento de recibir los adquirentes sus departamentos y al haber señalado que no estaban de acuerdo con la instalación de gas del edificio, necesariamente ésta debió ser reparada o cubierta por la póliza de garantía. 


A mi juicio, no se da el problema que plantea el diputado Monckeberg, porque se especifica claramente que debe haber un perjuicio de carácter económico determinado para que pueda considerarse el delito correspondiente.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Forni.


El señor FORNI.- Señor Presidente, como este proyecto debe volver a Comisión, como consecuencia de una serie de indicaciones presentadas por diversos colegas, pido el acuerdo de la Sala para que no sea votado en general a fin de que la Comisión pueda elaborar un nuevo informe.


Existe el mejor ánimo respecto del proyecto. Hemos felicitado al diputado Bustos por todo lo que ha hecho por él, pero solicito ese acuerdo. 


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señor diputado, el proyecto será votado en general y, como se han presentado dos indicaciones, debe volver a la Comisión.


El señor FORNI.- Señor Presidente, lo que estoy pidiendo es que el proyecto no sea votado en general y que la Comisión evacue un nuevo primer informe. Ahora, como igual debe volver a Comisión por las indicaciones presentadas, existe la posibilidad de que se pueda elaborar este nuevo informe.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señor Presidente, apoyo la solicitud del diputado 
Forni en el entendido de que el proyecto sólo modifica dos artículos y, por tanto, hoy, el hecho de pronunciarse en general sobre dos artículos implicaría una manifestación de voluntad clara a favor o en contra de él, que sería difícil de modificar en la Comisión. Por eso, para que ésta pueda perfeccionarlo y pronunciarse definitivamente sobre el detalle, es preferible no votarlo en general.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Señores diputados, como para no votar en general el proyecto se requiere el acuerdo unánime de la Sala, y en estos momentos se está celebrando una reunión de Comités, voy a suspender la sesión por quince minutos en espera de que regresen los señores diputados participantes. 


Se suspende la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se reanuda la sesión.


Se suspende la sesión por 15 minutos más, en espera de la llegada de los señores diputados.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Continúa la sesión. 


El señor Secretario va a dar a conocer los acuerdos de los Comités. 


El señor LOYOLA (Secretario).- Los Comités parlamentarios sugieren a la Sala votar, en un solo acto, la totalidad de las modificaciones del Senado relacionadas con el proyecto de ley que crea el Consejo Nacional de la Cultura y el Fondo Nacioinal de Desarrollo Cultural, con excepción de las siguientes: 


Artículo 5º, número 3; artículo 17, número 4, y los artículos 3º y 6º transitorios. 


Respecto de la sesión de la tarde, se iniciará a la 15.30, disponiendo los Comités parlamentarios, luego del informe del señor diputado respectivo, de dos horas, distribuidas proporcionalmente.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que agrega requisitos al contrato de promesa de compraventa de bienes inmuebles y criminaliza su incumplimiento como conducta constitutiva de estafa.


Tal como se acordó, el proyecto se votará sólo en general, pues, dadas las indicaciones formuladas, debe volver a Comisión. 


Tiene la palabra el diputado señor 
Marcelo Forni.


El señor FORNI.- Señora Presidenta, durante la discusión general, además de alabar la flexibilidad demostrada por el diputado señor Juan Bustos en relación con su tramitación, solicitamos que no se votara en general en esta oportunidad, con el objeto de que vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para que elabore un nuevo informe, toda vez que, basándonos en el Reglamento y en que se han presentado indicaciones, consideramos importante que la Comisión pueda debatirlo de nuevo y que la Sala lo vote en general con posterioridad.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento unánime de la Sala para acceder a lo solicitado.


Varios señores DIPUTADOS.- ¡No!


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- No hay acuerdo.


Por lo tanto, corresponde votar el proyecto sólo en general, dado que, como dije, volverá a Comisión porque se le han formulado indicaciones.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 44 votos. Hubo 1 abstención.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado en general.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), 
González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Longton, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don 
Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Riveros, 
Robles, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena) y Villouta.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Becker, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, 
Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.

-Se abstuvo el diputado señor Vargas.


-El proyecto fue objeto en la Sala de las siguientes indicaciones:

Al artículo 1º

1.
De la señora Muñoz y de los señores Encina, Aguiló, Bertolino y Vilches para agregar en el inciso primero del artículo 138 bis propuesto, como frase final, la siguiente:


“Dicha póliza permanecerá vigente mientras éstas se encuentren sujetas a cualquier gravamen o prohibición emanada de obligaciones pendientes del promitente vendedor.”.

-o-

Artículo nuevo

2.
De los señores Burgos y Ojeda para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 3º.- Sustitúyese el artículo 2480 del Código Civil, por el siguiente:


“Para los efectos de la prelación los censos y los contratos de promesa de compraventa de inmuebles, debidamente inscritos, serán considerados hipotecas.


Concurrirán pues indistintamente entre sí y con las hipotecas según las fechas de las respectivas inscripciones.”.”.

-o-

CREACIÓN DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y DEL FONDO NACIONAL DE DESARROLLO CULTURAL. Tercer trámite constitucional. Integración de Comisión Mixta.


La señora ALLENDE, doña Isabel, 
(Presidenta).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea el Consejo Nacional de Cultura y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 2286-04. Documentos de la Cuenta Nº 3, de esta sesión.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor ministro de Educación, don Sergio Bitar.


El señor BITAR (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, antes de la votación, quiero informar que el Senado, al pronunciarse ayer sobre este proyecto, en segundo trámite constitucional, aprobó dos modificaciones que para el Ejecutivo es muy importante que se rechacen. Me refiero a la supresión que hizo la Cámara Alta de los artículos tercero y sexto transitorios, por estimarlos inconstitucionales.


Varios señores DIPUTADOS.- ¡No tenemos el texto!


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Disculpe la interrupción, señor ministro.


Señores diputados, les ruego guardar silencio.


Está con la palabra el señor ministro de Educación.


El señor SEGUEL.- ¡No podemos seguir la idea que está planteando el señor ministro porque no tenemos el texto comparado!


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Perdón, diputado señor 
Seguel. Decidí ofrecerle la palabra al ministro de Educación porque todavía no estamos en votación.


-Hablan varios señores diputados a la vez.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Ya se informó de los acuerdos aprobados unánimemente en la reunión de Comités, donde se concluyó que votaremos todo aquello en que haya consenso. Incluso, se leyeron las modificaciones que efectuó el Senado, sobre las cuales nos pronunciaremos como Cámara.


Ruego a sus Señorías no interrumpir en este momento al señor ministro, porque entiendo que todavía no ha terminado de hacer uso de la palabra.


Varios señores DIPUTADOS.- Señora Presidenta, no tenemos el texto comparado.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Seguel.


El señor SEGUEL.- Comparto todo lo que ha dicho la señora Presidenta, pero es difícil entender la explicación del señor ministro si no tenemos el proyecto.


Por lo tanto, pido que la Secretaría apure la entrega del proyecto para seguir la explicación del señor ministro con el tex-
to en nuestro poder. De otra forma eso no será posible. En su defecto, pido que se suspenda la sesión hasta que llegue el documento.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Disculpe, señor ministro, la interrupción. 


Debo aclarar a los señores diputados...


El señor MOREIRA.- Pido la palabra.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- No le he dado la palabra a su Señoría.


Debo aclarar que se está haciendo el esfuerzo para entregarlo a la mayor brevedad. La demora se ha debido a que el proyecto llegó del Senado con más tardanza de la esperada. Esa es la razón por la cual algunos de ustedes todavía no tienen el texto comparado en sus escritorios, como hubiera sido lo deseable. Pero estamos trabajando en ese sentido. La responsabilidad no es de la Secretaría.


Mientras esperamos el proyecto, me pareció pertinente dar la palabra al señor ministro para que explicará lo que ocurrió ayer en el Senado.


Tiene la palabra el diputado señor Moreira por un asunto reglamentario.


El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, el ministro de Educación es un hombre que va a explicar perfectamente, porque es muy claro. De modo que no veo por qué la petición del diputado señor Seguel.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Puede continuar el señor ministro de Educación.


El señor BITAR (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, agradezco al diputado señor Moreira sus expresiones. Entiendo que hizo una referencia a la capacidad positiva de mi persona, no al contenido de la votación, que espero que también compartan todas las bancadas.


El Senado consideró que el mejor camino para resolver las diferencias en el tema relacionado con la planta del nuevo Consejo Nacional de la Cultura y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural es la comisión mixta. Para ello, es necesario que la Cámara insista sobre su planteamiento respecto del artículo 3° transitorio, debido a que el Senado lo rechazó. Este primer punto también se extiende al artículo 6° transitorio, que trata de una cuestión menor, de carácter financiero. Lo fundamental es la planta.


Solicito la unanimidad de la Sala sobre la materia, al igual que la hubo en el Senado, para buscar la fórmula final en la comisión mixta.


Informo a los señores diputados que en el Senado se argumentó que no sería constitucional la delegación de facultades que se otorga al Presidente de la República para configurar la planta de este servicio. Hay distintas apreciaciones sobre ello, por cuanto no se trata de un servicio nuevo, sino de la fusión de servicios existentes, lo que llevó a la Cámara a tomar su posición. El Senado ha mirado el tema desde otro punto de vista. Pero, en todo caso, la solución es ir a comisión mixta.


Adicionalmente a eso, quiero referirme a otros dos artículos -que también pueden resolverse en comisión mixta- respecto de los cuales, desde el punto de vista del Ejecutivo, es conveniente insistir en el texto de la Cámara.


En el artículo 5°, que se refiere a la composición del directorio del consejo, el Senado eliminó la presencia del ministro de Relaciones Exteriores. El Ejecutivo considera conveniente su presencia. Por ello, establece un vínculo para el mejor funcionamiento del aparato del Estado con todos los acuerdos internacionales contraídos por el país, que abarcan materias de relaciones exteriores en cultura.


Enseguida, en cuanto al artículo 17, en el Senado hubo consenso para que no sean los intendentes quienes designen los consejos regionales a propuesta de las organizaciones culturales.


Conversamos la posibilidad de buscar un acuerdo también en la comisión mixta para que, siendo a propuesta de las organizaciones culturales, sea el intendente el que transmita una terna al directorio del Consejo Nacional para que allí se resuelva.


Se consideró mayoritariamente que dejarlo sólo en manos del intendente no era lo más adecuado, y que dejarlo sin la presencia de una persona que equilibrara las cosas para hacer una propuesta y sólo en manos de organizaciones culturales, de las cuales no tenemos registro ni conocemos su peso, podría dificultar la propuesta de nombres. Esa fórmula también se podría resolver en comisión mixta. 


En conclusión, solicito que sean rechazadas las enmiendas del Senado en relación con los artículos 3º y 6º transitorios, y someter a consideración de la Cámara el número 3) del artículo 5º y el número 4) del artículo 17.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- De conformidad con lo acordado en reunión de Comités, y ratificado en esta sesión por el ministro de Educación, se votarán en su solo acto las modificaciones del Senado, con excepción del número 3) del artículo 5º; del número 4) del artículo 17, y de los artículos 3º y 6º transitorios.


En votación las modificaciones del Senado, con exclusión de las normas señaladas precedentemente.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Leay, Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, 
Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, 
Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Martínez.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación el número 3) del artículo 5º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 47 votos. No hubo abstenciones.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Kast, Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Robles, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


El señor MONTES.- Señora Presidenta, pido la palabra sobre un punto de Reglamento.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor MONTES.- Señora Presidenta, solicito el pronunciamiento de la Mesa respecto de si la votación del número 3) del artículo 5º requiere quórum especial.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Efectivamente, señor diputado. De hecho, así lo votó el Senado.


Por no haberse alcanzado el quórum correspondiente, se mantiene la modificación del Senado.


Advierto a la Sala que para rechazar la modificación del Senado al número 4) del artículo 17 se requiere quórum especial.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 92 votos. No hubo abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Rechazada.

-Votó por la afirmativa el diputado señor González (don Rodrigo).


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, 
Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Saa 
(doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el acuerdo de la Sala para votar juntos los artículos 3º y 6º transitorios.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 0 voto; por la negativa, 95 votos. Hubo 1 abstención.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Rechazados.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leay, Longton, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, 
Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), 
Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Galilea (don José Antonio).


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Me permito proponer a la Sala la siguiente nómina de diputados para integrar la comisión mixta encargada de resolver las discrepancias surgidas con el honorable Senado en la tramitación de este proyecto: señores Rodrigo González, Germán Becker, Carlos Montes, Sergio Correa y Eduardo Saffirio.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Ha terminado el Orden del Día.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

ADECUACIÓN DE NORMAS REGLAMENTARIAS SOBRE ADVERTENCIA EN ENVASES DE PRODUCTOS DEL TABACO.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 199.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo del diputado señor Accorsi, de la diputada Soto, doña Laura; de los diputados señores Palma, Melero, Rossi; de la diputada señora Tohá, doña Carolina; del diputado señor Aguiló; de la diputada señora Saa, doña María Antonieta, y de los diputados señores Leal y Forni. 


“Considerando:


Que la ley N° 19.419, de 22 de septiembre de 1995, regula lo referido a las advertencias que deben contener los productos hechos con tabaco para el consumo humano de modo genérico.


En efecto, la norma contenida en el artículo 4° de esta ley dispone, en lo pertinente, que "...todo envase de los productos señalados en el artículo 1°, sean nacionales, importados o de cualquier origen, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberá contener una clara y precisa advertencia acerca de los riesgos específicos que, para la salud, implica el consumo del tabaco o de productos manufacturados con él, en los términos señalados en el decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Salud."


De la norma transcrita, queda clara la obligación que pesa sobre quienes publiciten el consumo del tabaco o expendan productos manufacturados con él, en el sentido de contener una advertencia acerca de los riesgos; sin embargo, la manera específica acerca de cómo se debe efectuar la advertencia se encuentra regulada en un decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Salud. Así, el contenido especifico de la obligación es de orden reglamentario y no legal.


Que el consumo del tabaco y su control han sido alguno de los temas abordados por la Organización Mundial de la Salud (OMS), cuya asamblea mundial, órgano deliberante de la organización, el 24 de mayo de 1999 respaldó -por unanimidad- una resolución en la que se pedía la iniciación de los trabajos relativos al Convenio Marco para el Control del Tabaco (Cmct). Esta iniciativa, que contó con el apoyo de más de cincuenta países -número sin precedentes-, pretendió la creación de un instrumento jurídico que abordara cuestiones tan diversas como la publicidad y la promoción del tabaco, la diversificación agrícola, el contrabando, los impuestos y los subsidios. La Unión Europea, los cinco miembros permanentes del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, varias ONGs y la Directora General de la OMS comprometieron su apoyo económico y político en pro del control del consumo del tabaco en el mundo, tema realmente preocupante. Las cifras alarman, ya que, mientras el consumo disminuye notoriamente en los países del primer mundo, de la misma manera aumenta en los países subdesarrollados, con lo que la ignominia, propia de la pobreza y el desamparo de esas sociedades, se aumenta con las nefastas consecuencias del tabaquismo, entendido como una enfermedad.


Chile figura entre los países que adhirieron a esta iniciativa, de manera que los acuerdos que en definitiva se adopten le serán vinculantes.


Que, con fecha 13 de enero de 2003, el embajador don Luiz Felipe de Seixas Correa, presidente del órgano de negociación internacional sobre el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco, ha hecho pública la versión revisada del último texto tratado durante la quinta reunión, celebrada en Ginebra del 14 al 25 de octubre de 2002. En esta reunión, se trataron asuntos relativos al empaquetado y etiquetado de productos del tabaco; publicidad, promoción y patrocinio de los mismos; responsabilidad e indemnización y tabaco y comercio, entre otros. Sin perjuicio del texto definitivo que surja, es un hecho que las directrices en relación con la publicidad y, dentro de ella, la obligación de advertir las consecuencias de su consumo, estarán acordes con los últimos estudios científicos sobre la materia, es decir, no ya advirtiendo acerca de una posibilidad, sino acerca de las consecuencias que, lisa y llanamente, produce su consumo, entre otras, el cáncer. Asimismo, y conforme lo ya implementado por otros países, incluso de la región, como es el caso de la República Federativa del Brasil, se hace necesario que tal advertencia ocupe un mayor espacio, tanto en los paquetes que se expenden directamente al público cuanto en la publicidad que del consumo del tabaco se realiza.


Que Chile, sin perjuicio de las normas internacionales, debe modificar -por un imperativo ético- cuanta norma pugne con la protección que se pretende, que, en verdad, no es otra que la de la vida. Así, en el Congreso Nacional se deberá adecuar la legislación, y, entre otras, la norma del artículo 4° de la ley N° 19.419, en el sentido de que la advertencia clara y precisa de los envases de los productos hechos con tabaco para el consumo humano mencione los daños que su consumo produce, y no ya como una mera posibilidad. Ésta es, por lo demás, la realidad demostrada científicamente. En este sentido, incumbe al Gobierno de Chile hacer lo propio con las normas cuya generación la ley le ha encomendado, modificando su regulación reglamentaria.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al señor ministro de Salud la adecuación de las normas reglamentarias que regulan la advertencia que deben contener los envases de los productos hechos con tabaco para el consumo humano, en el sentido de señalar el daño que efectivamente producen y procurando un espacio que no baje de los dos tercios para tal advertencia.”


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Enrique Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, en definitiva, este proyecto tiene por objeto lograr que todos los ciudadanos reciban información correcta respecto de los daños que ocasiona el tabaco, ya que hoy la que se entrega es inexacta, a diferencia de otros países, donde la advertencia es presentada en forma clara y precisa. Todos sabemos -y está refrendado- que el tabaco produce adicción y cáncer, no como dice en nuestras cajetillas: “El tabaco puede producir cáncer”.


Por lo tanto, queremos que la ciudadanía que consume ese producto sea adecuadamente informada.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la iniciativa, que es una sugerencia al Ejecutivo y una petición formal, está avalada y es ampliamente compartida por el Ministerio de Salud.


Se han dictado importantes normativas sobre la materia, por ejemplo, la que prohíbe fumar en lugares públicos. Recordemos, además, que nuestro Reglamento incorporó una disposición para prohibir fumar en esta Sala. 


Por lo tanto, la explicitación de un elemento absolutamente comprobado ratifica una legislación eficiente pero, en definitiva, distorsionadora de la realidad.


Tal como señaló el diputado Enrique Accorsi, no se trata de que el tabaco pueda producir cáncer, efectivamente lo produce.


A su vez, el derecho a información establece que el Ministerio de Salud, que firma esa advertencia en todos los productos que contienen tabaco, debe señalar claramente la evidencia real asumida por la Organización Mundial de la Salud, en el sentido de que el tabaco produce cáncer; no es que pueda producir, lo produce de verdad.


Por eso, solicitamos la aprobación de este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.


Aprobado.

MEJORAMIENTO DE CONDICIONES DE SEGURIDAD Y CONTROL DE EMISIÓN DE RUIDOS CONTAMINANTES EN USO DE MOTOS ACUÁTICAS.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 201.


El señor ÁLVAREZ (Secretario).- Proyecto de acuerdo del diputado señor Walker; de la diputada señora Mella, doña María Eugenia, y de los diputados señores Silva, Álvarez y Salas.


“Considerando:


Que la fiscalización de las actividades deportivas y recreativas náuticas que se realizan en las aguas sometidas a la soberanía y a la jurisdicción nacionales corresponde a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, que se rige por el Reglamento General de Deportes Náuticos, decreto supremo N° 87, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.


Que el Título VI de este Reglamento regula la práctica de la navegación de embarcaciones de una sola vela, remo, canotaje, esquí acuático, ‘windsurf´, buceo en apnea y uso de bicicletas acuáticas. Las condiciones generales para efectuar estas actividades son: 

a)
Realizar la navegación en áreas, horas, y condiciones determinadas por la autoridad marítima (director general, gobernadores marítimos y/o capitanes de puerto).

b)
Contar los deportistas con equipamientos de seguridad adecuados, según el tipo de embarcación o artefacto náutico de que se trate.

c)
Cumplir con la reglamentación nacional e internacional de protección al medio ambiente y de seguridad de la navegación.

Que, en el caso de las embarcaciones a motor del tipo ‘jet ski’ y motos acuáticas, se agregan dos requisitos adicionales: contar con la edad mínima de catorce años y que la embarcación esté inscrita en el registro de matrículas pertinente.


Que el incremento del número de motos náuticas y de sus niveles de potencia hace necesario reducir el riesgo de accidentes, tanto para quienes las manejan como para los bañistas, en razón de la proximidad a la costa en donde esta actividad se realiza. Cabe recordar los accidentes fatales que han comprometido a menores de edad que conducían este tipo de artefactos.


Que, en razón de lo anterior, países como España han actualizado las medidas de seguridad en la utilización de estas motos. En efecto, el Real Decreto 259, de 8 de marzo de 2002, contempla medidas que evitan situaciones de riesgo, tales como el establecimiento de una edad mínima para utilizar motos náuticas -dieciocho años-, admitiéndose excepcionalmente que personas mayores de dieciséis años puedan utilizar estos artefactos cuando cuenten con autorización expresa por escrito de sus padres o tutores, documento que debe ser exhibido cada vez que la autoridad lo requiera.


Que, dentro de las exigencias técnicas establecidas en España, se dispone, además, que los usuarios de motos náuticas se encuentren en posesión de alguno de los títulos de patrón de navegación básica, patrón de embarcaciones de recreo, patrón de yate y capitán de yate, de acuerdo con los niveles de potencia de la respectiva moto náutica. Para la obtención de los títulos de las distintas categorías se establece un examen teórico y uno práctico. Respecto al examen teórico, se evalúan conocimientos de: signos utilizados para aguas navegables; habilidades y velocidad; funcionamiento y mantenimiento de una moto náutica, entre otros.


Que es conveniente la inclusión de medidas de seguridad similares en la legislación nacional, a fin de garantizar la idoneidad y capacidad de quienes conduzcan motos acuáticas.


Que otro aspecto que requiere control por parte de las autoridades es regular la contaminación acústica que produce la utilización de estos artefactos. La ley N° 19.300, Sobre Bases Generales del Medio Ambiente, define "contaminante" como todo elemento, compuesto, sustancia....vibración, ruido, o una combinación de ellos cuya concentración en el ambiente, en ciertos niveles, concentraciones o periodos de tiempo, pueda constituir un riesgo a la salud de las personas, a la calidad de vida de la población o a la preservación de la naturaleza.


Que la emisión de ruidos contaminantes por parte de las motos náuticas se ha reconocido a nivel internacional. Así, la Unión Europea, mediante la Directiva 25, de 1994, que busca unificar las disposiciones legales de los países miembros en materia de "embarcaciones de recreo", estableció normas de protección al medio ambiente. Actualmente, el Parlamento Europeo se encuentra estudiando la modificación de tal directiva, estableciendo respecto de esta materia que "Las disposiciones sobre emisiones sonoras y de escape que se establecen en la presente Directiva deben aplicarse a todos los motores, con o sin escape integrado, y a las motos acuáticas con el fin de garantizar una eficacia óptima en la protección de la salud humana y el medio ambiente".


Que, frente a la inexistencia de normas de carácter general en materia de contaminación acústica, resulta necesario establecer parámetros a los que se debe circunscribir el funcionamiento de las motos acuáticas.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a a la señora ministra de Defensa Nacional que se sirva instruir al Subsecretario de Marina y al Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante en el sentido de que estudien la modificación al Reglamento General de Deportes Náuticos, decreto supremo N° 87, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que regulen las siguientes materias:


-Obligación de solicitar autorización previa para conducir motos acuáticas;


-Aumento a dieciocho años de la edad mínima para obtener dicha autorización;


-Establecimiento de exámenes prácticos y teóricos que den cuenta de la idoneidad y aptitud de quienes soliciten autorización para conducir motos acuáticas;


-Establecimiento de normas que eviten la emisión de ruidos contaminantes y medios de fiscalización de los mismos.”


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, el decreto supremo Nº 87, del Ministerio de Defensa Nacional, regula varios aspectos para la práctica de la navegación de embarcaciones de vela, de canotaje, de esquí acuático, de windsurf, de buceo en apnea, uso de bicicletas acuáticas, etcétera.


Por su parte, los gobernadores marítimos y los capitanes de puerto están facultados para exigir a quienes practican estos deportes contar con equipamiento de seguridad adecuado y que cumplan la reglamentación nacional e internacional sobre protección del medio ambiente y de la navegación.


En el caso de los jet ski y de las motos acuáticas, no se exigen sino requisitos mínimos para su manejo, como contar con 14 años de edad y que la embarcación se encuentre debidamente inscrita.


Hemos comprobado un incremento notable en el número de motos acuáticas y en sus niveles de potencia, razón por la cual queremos reducir el riesgo de accidentes, tanto para quienes manejan esos vehículos como para los bañistas, porque muchas veces estos deportes se practican cerca de la costa.


Al respecto, cabe recordar los accidentes fatales que afectaron a menores de edad el reciente verano y que causaron conmoción en el país.


En España, por ejemplo, el Real Decreto Nº 259, de marzo de 2002, establece medidas de seguridad para la utilización de motos náuticas. Se fija una edad mínima de 18 años para manejarlas, o 16 años si se cuenta con la autorización escrita del apoderado o tutor.


Del mismo modo, para la obtención de los títulos de distinta categoría se establece un examen teórico y uno práctico, con el propósito de evaluar, justamente, los conocimientos de signos utilizados para aguas navegables, sobre habilidades y velocidad, de funcionamiento y mantenimiento de una moto náutica, entre otros. Dada la buena experiencia española, nos parece con-
veniente incluir en nuestra legislación la exigencia de medidas de seguridad similares.

El segundo tema dice relación con la contaminación acústica, que afecta a la gente que vive alrededor de los lagos, la que reclama vivir en condiciones de contaminación acústica tolerables.


La Unión Europea, en su Directiva Nº 25, de 1994, estableció normas de protección del medio ambiente. Actualmente, el Parlamento Europeo estudia su modificación para que esa disposición se aplique a los motores y a las motos acuáticas para proteger la salud humana y el medio ambiente.


Por eso, ante la inexistencia de normas de carácter general en materia de contaminación acústica, resulta necesario establecer parámetros a los que deberán circunscribirse el funcionamiento de las motos náuticas.


Por lo expuesto, diputados de todos los partidos políticos proponemos un proyecto de acuerdo para que se oficie a la Subsecretaría de Marina y a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, con el fin de solicitar el estudio de modificaciones al Reglamento General de Deportes Náuticos, decreto supremo Nº 87, del Ministerio de Defensa, de 1997, sobre las siguientes materias.

1.
Obligación de solicitar autorización previa para conducir motos náuticas;

2.
Edad mínima de 18 años para obtener autorización, y 16 años con autorización de los padres o tutores;

3.
Exámenes prácticos y teóricos que den cuenta de la idoneidad de quienes soliciten autorización para conducir motos náuticas, y

4.
Normas que establezcan -lo más importante para mí- la prohibición de la emisión de ruidos contaminantes y medios de fiscalización.


La modificación de ese decreto supremo en las materias indicadas contribuirá a que la gente que va a los lagos de vacaciones pueda gozar el medio ambiente sin esa verdadera tortura que significan las emisiones contaminantes acústicas de las motos.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto.


Aprobado.

VII. INCIDENTES

DEFENSA DE LA AGRICULTURA CHILENA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, intervengo en nombre de 75 parlamentarios que hace pocos días fuimos calificados de “populistas” por defender la agricultura.


Quiero contar una historia que, por lo menos, me parece increíble. Hace muchos o pocos años -no lo sabemos bien-, el señor Andrés Santa Cruz, hoy presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura, era un agricultor sencillo, trabajador de su tierra en la comuna de Cumpeo, que sembraba trigo, remolacha, etcétera, como lo hacen todos los agricultores. En eso estaba el señor Santa Cruz cuando se anunció la ejecución del proyecto Paranal, donde se construyó un observatorio astronómico. El señor Santa Cruz y su hermano recibieron varios millones de dólares por la venta de sus terrenos. De ahí cambió drásticamente su manera de pensar y abandonó el trigo, la remolacha, los cultivos tradicionales. Se sintió poderoso con las viñas, produciendo vino y exportando productos no tradicionales, como fruta y todo lo que sabemos que no es agricultura tradicional. Se volvió contra lo que le dio prestigio, trabajo, honra de ser agricultor y hoy dice que somos “populistas”, porque queremos que la banda del trigo no desaparezca.


El señor Santa Cruz, como ex hombre de campo debe recordar ese viejo refrán que dice que “no hay peor cuña que la del mismo palo”. Parece que cuando pelechó, cambió pelo y se enriqueció, olvidó lo que siempre había defendido. Quiero decir al señor Santa Cruz que los parlamentarios que firmamos el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado de libre comercio con los Estados Unidos no somos populistas y que defenderemos hasta el final nuestra agricultura tradicional, nuestro trigo, nuestra carne, nuestra leche. Por si fuera poco, también nos comprometemos, en forma desinteresada y no sesgada como usted, a defender la otra agricultura, porque toda la agricultura en Chile es una: la que produce el vino, la uva, la madera, etcétera; todos somos agricultores, y no como el señor Santa Cruz, que reniega de su pasado al sentirse rico y sentarse en las oficinas de Santiago al mando de la Sociedad Nacional de Agricultura. 


Hay gente a la que el dinero la ennoblece, ya que hace con él obras de caridad. Sin embargo, el señor Santa Cruz sólo se ha preocupado de su bolsillo y no de defender al resto de los agricultores que trabajan dignamente. Lo que nos duele es que de un agricultor tradicional, gracias a los millones de dólares que recibió por la venta de los terrenos donde instalaron los telescopios, pasó a ser un renegado de lo que siempre fue su familia, que hoy sigue trabajando en Cumpeo.


Ésas son las cosas que duelen. Siempre hemos defendido la agricultura. ¡Cuánto criticamos al presidente del CAS, Manuel Riesco, cuando dijo que había que dividir la agricultura del norte de la del sur! Lo que queríamos era unidad y que la agricultura fuera una sola. ¡Por Dios que tenía razón! Hoy, el CAS puede decir a los parlamentarios que tenía razón en esta materia.


No nos dejemos confundir otra vez. Hoy, las diferentes sociedades agrícolas ¿se han transformado en una defensa de los intereses personales? ¡No! Aquí todos tienen que trabajar unidos por la agricultura, desde el más pequeño agricultor -son cien mil los que se relacionan con el Indap- hasta el más grande. 


La Sociedad Nacional de Agricultura tiene 4.300 socios, de los cuales 500 están activos. De esos, ¿cuántos son parceleros? ¿Cuántos producen trigo? ¿Cuántos producen carne? ¿Cuántos producen leche? Quizás, muy pocos. Pero su condición de presidente de esa organización no le da derecho a pisotear a los agricultores que seguimos siendo tradicionales y defendemos la agricultura. Señor Santa Cruz, los 75 populistas pertenecemos a todos los partidos políticos y no nos vamos a dejar amedrentar por usted, por lo que está haciendo y por la traición que ha cometido. ¡No hay peor cuña que la del mismo palo!


(Aplausos).


En verdad, nos duele lo que está pasando en nuestra agricultura y las divisiones de una prestigiosa institución. Quiero expresar con mucha fuerza que es necesario que la Sociedad Nacional de Agricultura recupere su prestigio para que los “populistas”, como nos dicen, volvamos a prestar ayuda y a creer en ella.


No se olvide señor Santa Cruz que los que votamos los proyectos somos nosotros, no usted. ¡No sea bruto! ¡No nos trate así! En lugar de tratarnos bien para que lo ayudemos, nos trata pésimo. Es usted quien ha restado el apoyo a los futuros tratados de libre comercio, porque con esta brutalidad que ha hecho no le quepa duda de que ya tiene 75 votos en contra para cuando corresponda votar este tratado. Usted será el culpable de que Chile no tenga un tratado de libre comercio, por bruto, por prepotente y por soberbio. ¡Usted será el culpable de que nuestro país no tenga un tratado comercial y de que lo apunten con el dedo diciendo: “Ahí va el señor Santa Cruz. Gracias a él no tenemos un tratado de libre comercio por ofender a los parlamentarios que defienden nuestra agricultura”. 


Este es el compromiso que tenemos los 75 parlamentarios. Mientras el señor Santa Cruz no ofrezca sus disculpas a los parlamentarios que han defendido con dignidad nuestra agricultura -senadores y diputados- y no exista un resguardo fuerte y potente a la agricultura tradicional chilena, estaremos en contra de cualquier tratado.


La Sociedad Nacional de Agricultura recuperará su prestigio sólo cuando se cambie su presidente y envíe una carta de disculpas a los parlamentarios, quienes, a pesar de todo, seguiremos defendiendo la agricultura, desde la tradicional hasta la más grande, en especial al pequeño agricultor y al agricultor mapuche de nuestras regiones.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Su Señoría desea enviar copia de su intervención?


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Me gustaría enviarle una amigable carta al señor Andrés Santa Cruz y al directorio de la Sociedad Nacional de Agricultura.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados de los Partidos de Renovación Nacional, de la UDI, Radical, Demócrata Cristiano y Socialista que así lo solicitan.

INFORMACIÓN ACERCA DE PROYECTO SOBRE FOMENTO Y RECUPERACIÓN DEL BOSQUE NATIVO. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto Delmastro.


El señor DELMASTRO.- Señor Presidente, además de adherir efusivamente a las palabras del diputado señor René Manuel García, solicito que se oficie a su Excelencia el Presidente de la República para recabar información respecto del destino del proyecto de fomento y recuperación del bosque nativo, el que, luego de once años de tramitación en el Congreso Nacional, aún se encuentra entrampado en el Senado por razones presupuestarias aducidas por el Ministerio de Hacienda.


El país goza de una riqueza forestal nativa superior a cinco millones de hectáreas de bosque productivo, las que no se han podido explotar debido a la falta de una legislación adecuada que regule el manejo y cosecha de ese tipo de bosques que tanta riqueza significa para el sur del país.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indican.

DECLARACIÓN DE APTITUD FORESTAL PARA SUELO CUDICO. Oficio.


El señor DELMASTRO.- Señor Presidente, en segundo lugar, solicito que se oficie al ministro de Agricultura a fin de que estudie la posibilidad de que los suelos de tipo cudico, de alto contenido de aluminio, sean declarados de aptitud forestal. En las regiones Décima y Undécima existen miles de hectáreas de suelos de aptitud forestal. Sin embargo, no pueden ser declarados como tales porque están categorizados como suelos agrícolas. Estudios técnicos han demostrado que el alto contenido de aluminio de los suelos cudicos los convierten en terrenos de muy baja productividad y, por lo tanto, de escasa rentabilidad agrícola, lo que los hace aptos para ser incorporados como terrenos de aptitud forestal y objeto de subsidio forestal.


Junto con el envío del oficio, solicito que se acompañe copia de un estudio técnico que avala esta situación.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo están haciendo presente.

TRAMITACIÓN DE SOLICITUDES Y 
COBRO EXCESIVO DE ARANCELES POR EL INSTITUTO DE SALUD PÚBLICA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, he recibido información de personas altamente confiables acerca de problemas relacionados con las actividades del Instituto de Salud Pública (ISP). Se nos ha dicho que es frecuente constatar demoras excesivas en la tramitación de diferentes solicitudes vinculadas con la iniciación de algunas actividades.

Por ejemplo -obran en nuestro poder los documentos pertinentes-, se nos ha dicho que la solicitud para comercializar en Chile un producto de registro farmacéutico nuevo demora entre doce y quince meses, en circunstancias de que el plazo legal establecido por el decreto supremo N° 1.876 es de cuatro meses. En caso del registro de productos farmacéuticos similares, el promedio de demora es de ocho a diez meses, no obstante que el decreto señalado indica que el plazo máximo es de tres meses. Lo mismo ocurre con otros productos.


En cuanto a los aranceles -también cuento con antecedentes para demostrarlo-, los montos parecen excesivos.


En consideración a que esta situación no parece lógica, solicito que se oficie al ministro de Salud, a fin de que disponga la realización de un estudio profundo sobre la materia, e informe respecto de las medidas a tomar como consecuencia de ese estudio relacionado con la demora en la tramitación de las solicitudes entregadas al ISP y de los aranceles aparentemente excesivos que se cobran.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Ibáñez, Norambuena y Meza.

ENVÍO DE ANTECEDENTES AL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO SOBRE IRREGULARIDADES EN LLANQUIHUE. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Fidel 
Espinoza. 


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, solicito que la Corporación envíe al Consejo de Defensa del Estado todos los antecedentes relacionados con el informe de fiscalización Nº 76, de 2002, de la Contraloría regional, respecto de graves situaciones ocurridas en la municipalidad de Llanquihue de la Décima Región de Los Lagos. 


El informe de la Contraloría es bastante lapidario, largo y extenso, y no me referiré a él en su integridad, porque no dispongo de tiempo para ello. 


No obstante, es importante destacar la gravedad de los hechos señalados en el informe, que guardan relación con irregularidades expresas y manifiestas realizadas por el alcalde de la comuna, señor Walterio Vargas, vinculadas al quehacer municipal. Entre ellas, el cobro de viáticos indebidos por montos superiores a dos millones de pesos en un viaje que realizó el año pasado a la República de Alemania, a pesar de haber sido invitado por una corporación alemana para tales efectos. La Contraloría ha indicado que los cobros son improcedentes y que atentan contra la ley de probidad administrativa. 


Asimismo, el alcalde de la comuna de Llanquihue, ocupó y mal utilizó a trabajadores del Programa de Mejoramiento Urbano, PMU, administrados y manejados por la municipalidad que él dirige, en labores de carácter particular no sólo en su vivienda, sino también en un taller mecánico de su propiedad. 


El alcalde señaló al diario “El Llanquihue”, de Puerto Montt, el pasado domingo 4 de mayo, que efectivamente ocupó a dos personas del municipio para la realización de trabajos particulares en su casa y en su taller. Señala, textualmente: “Pienso que cualquier alcalde puede mandar a un funcionario a hacer una reparación menor en su casa, lo reconozco... para mí son temas domésticos”. Digno de Ripley. Habla de temas domésticos cuando trabajadores financiados con programas de absorción de mano de obra han sido utilizados en su beneficio particular. 


Lo considero un hecho gravísimo, dentro de otras tantas irregularidades, como la compra de un terreno a través de un programa de emergencia, que después fue vendido a un particular para la construcción de un servicentro en Llanquihue. Se sostiene en la comuna que existen intereses bastante cercanos al alcalde en esta transacción un tanto “bruja”. 


Asimismo, los vehículos municipales: camiones y otros, funcionan al arbitrio, sin fiscalización alguna por parte de las autoridades pertinentes, es decir, Carabineros; sin revisiones técnicas ni permisos de circulación y, como dice el informe, estando ello en conocimiento del alcalde de la comuna. 


Además, debemos destacar, entre otras cosas, la distribución de leña, adquirida en terrenos cercanos a la comuna de Llanquihue, en camiones municipales a los funcionarios del municipio; la construcción de una vivienda a un familiar directo del alcalde con fondos sociales, sin informe social de por medio, por más de un millón y medio de pesos. La Contraloría estipula que en ese caso hay una falta clara contra la probidad administrativa.


Así, podría seguir enumerando una serie de irregularidades.


Hoy aparece el tema en el diario “El Mercurio”, de circulación nacional, de una manera bastante blanda, menos grave de lo que efectivamente es. 


Espero que estos antecedentes sean entregados al Consejo de Defensa del Estado para que profesionales del área competente consideren si es factible iniciar, que es lo que debiese ser, una investigación sobre la materia y que se presenten las querellas que correspondan, porque aquí hay una manifiesta mala utilización de los recursos del Estado.


Por eso, señor Presidente, solicito que, a la brevedad, se entregue este informe al Consejo de Defensa del Estado, porque los hechos ocurridos en Llanquihue son graves, ya que los alcaldes no pueden cometer tantas irregularidades, las que atentan contra los principios establecidos en la ley de Probidad Administrativa.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Salaberry, Tapia, Ibáñez, Norambuena y Meza.

DENOMINACIÓN DE “GASTÓN LOBOS BARRIENTOS” A AVENIDA COSTANERA DEL RÍO CAUTÍN. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, ojalá nunca hubiese tenido que decir estas palabras. Esto no hubiere sucedido si la persona de quien voy a hablar no hubiera sufrido lo que paso a explicar.


En los años 60, durante mi adolescencia, conocí en Temuco a una persona que se motivaba mucho a la hora de buscar ayuda para la gente más desfavorecida, más humilde. En ese empeño, junto a otros jóvenes de la comuna, todos los años íbamos a la ribera del río Cautín cuando se desbordaba; río hermoso en verano, pero que en invierno se torna absolutamente invasivo. Allí había mucha pobreza y mucha gente inundada. Esta persona nos acompañaba en la lucha contra los desbordes del río Cautín, para mitigar en parte el dolor de la gente afectada.


Me refiero a Gastón Lobos Barrientos, profesor y contador, quien ejerció el cargo de tesorero comunal en muchas comunas, como Pitrufquén y Curicó. Además, perteneció a muchas instituciones, como el Partido Radical de Chile, la Cruz Roja, el Cuerpo de Bomberos, el Rotary Club, la Liga Protectora de Estudiantes de Temuco, el club Progreso de dicha ciudad y a instituciones deportivas, como el club “Guillermo 
Eyzaguirre”, etcétera.


Fue designado intendente en Cautín entre 1970 y 1972. En dicho cargo, junto a los efectivos del regimiento Tucapel, luchó en las orillas del río Cautín, cada vez que éste castigaba a la gente más humilde de nuestra comuna.


El 11 de octubre de 1973 desapareció, a pesar de ser diputado de la República por Cautín. El último testimonio gráfico que tenemos de Gastón Lobos Barrientos es una fotografía en que aparece mientras era conducido por efectivos militares por la calle Bulnes, frente a la Plaza de Armas de 
Temuco. A partir de ahí desaparece hasta hoy mi querido amigo y ex diputado del Partido Radical Gastón Lobos Barrientos.


En la comuna de Temuco, donde ayer había un río que se desbordaba, hoy surge una hermosa costanera. Con el esfuerzo del Gobierno, de las autoridades comunales y de los vecinos, se terminó el problema de los desbordamientos del río, gracias a esta costanera que ha sido inaugurada recientemente.


Hoy, sin rencor ni odio, solicito, por su intermedio, señor Presidente, oficiar al alcalde, que es presidente del concejo municipal de Temuco, con el objeto de que estudien la posibilidad de que esa hermosa avenida costanera lleve el nombre del ex intendente y ex diputado, mi querido amigo Gastón Lobos Barrientos.


De esa forma se haría justicia y se mantendría vivo el recuerdo de ese luchador social, de ese eficiente hombre público. Cada año que recordamos ese 11 de octubre, nos invade la tristeza y su recuerdo imperecedero.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios en la forma solicitada por su Señoría, adjuntando copia de su intervención al alcalde de Temuco, con la adhesión de los diputados señores Boris Tapia, José Miguel Ortiz, Edmundo Villouta, Pedro Araya, Jaime Mulet, Pedro Muñoz y Fidel Espinoza.


ABSTENCIÓN EN VOTACIÓN DE REFORMA CONSTITUCIONAL.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo correspondiente al Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Ibáñez.


El señor IBÁÑEZ.- Señor Presidente, ayer, el Congreso reunido en sesión plenaria aprobó una nueva reforma a la Constitución por la cual se incluye la obligación del Estado de organizar un sistema de enseñanza gratuita de educación media para todos los jóvenes de Chile hasta que cumplan los 21 años.


Dicha reforma fue aprobada por unanimidad, salvo mi voto de abstención.


No quiero profundizar al respecto, pero quiero dar a conocer un par de ideas que respaldan mi decisión.


Nadie más interesado que yo en que toda nuestra juventud reciba la mejor educación. Por ello, me resulta importantísimo que el país, como tal, se empeñe en implementar sistemas de educación que lleguen a todos nuestros jóvenes, por lo menos con calidad mínima para llamarse “de educación”. Hacemos un uso muy fácil de los términos y después le damos muy poco contenido. Nuestra Constitución acepta muchas cosas. Es fácil incorporar nuevos artículos o incisos; lo difícil es que se cumplan. Todos somos testigos del fracaso de la educación pública en los niveles básicos, lo que se demuestra en los resultados cada vez más deficientes de la prueba Simce. A ello se suma el fracaso del sistema público de educación media ya existente, lo que se demuestra en los resultados cada vez más deficientes de las pruebas de aptitud académica.


No quise dar mi voto a algo que en la realidad me parece tendrá poco o ningún respaldo. El Estado no es capaz de cumplir ahora con las obligaciones que tiene frente a la comunidad de educandos, tanto en la educación básica como media. Echarse encima una nueva obligación, simplemente, es un acto demagógico. 


Por tanto, pido al Gobierno que arbitre las medidas para cumplir con eficiencia aquellas obligaciones que hoy tiene.


Somos testigos de cómo los alumnos de las universidades estatales, que reciben aporte fiscal directo, salen a las calles porque el Gobierno les prometió recursos y no les ha cumplido. Vemos como la gestión y administración de esas universidades empeoran cada vez más y como crece el descontento entre el alumnado; y debo decir que es con razón. Es otro ejemplo de las obligaciones que se arroga el Estado creando falsas expectativas, ya que después no puede cumplir. Mucho me temo que esta reforma constitucional provoque el mismo efecto: falsas expectativas que al final terminen siendo una burla para nuestra juventud.


Por ello, me abstuve con el mejor de mis deseos para que de una vez por todas Chile tenga los sistemas de educación que nuestra juventud merece.


He dicho.

SOLUCIÓN A SITUACIÓN DE MOROSOS POR DIVIDENDOS IMPAGOS DE VILLA EL ROBLE, EN LOTA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Iván Norambuena.


El señor NORAMBUENA.- Señor Presidente, en la comuna de Lota -que su Señoría tan bien conoce- se emplaza la villa El Roble, población que fue entregada por el Serviu en dos etapas de cincuenta viviendas cada una: la primera en 1996 y la segunda en 1997.


A seis años de la última entrega, cuenta con un 30 por ciento de pobladores morosos. Ello, aunque es relevante jurídicamente, resulta explicable en atención a la situación económica general de la comuna de Lota, y en particular de la población en cuestión, pues allí hay un número importante de personas y familias que se encuentran cesantes realizando trabajos eventuales o en programas de empleo del Gobierno, en algunos casos, con sueldos inferiores al mínimo.


Dentro de Lota, pese a las dificultades por las que atraviesa, la villa El Roble es reconocida por vivir en ella exclusivamente gente esforzada y de bien. Puede que se encuentren pasando momentos difíciles, pero no por ello se alejan del buen camino. Vale la pena que el Estado realice un esfuerzo por ellos.


Lamentablemente, como el Serviu traspasó a privados las operaciones de cobranza, una empresa especializada se ha encargado de llevar adelante esa tarea. Sin embargo, han equivocado el camino: amedrentan en forma permanente a los deudores con visitas, cartas y amenazas de desalojo.


El presidente de la junta de vecinos N° 5 del sector, don Rubén Enrique Rodríguez, tomó contacto con mi oficina parlamentaria y conversamos para denunciar esta situación. Acudimos a la villa y me reuní con todos los afectados, quienes me expusieron personalmente su problema, que es global, pese a las particularidades de la problemática de cada uno.


Como resultado de esa reunión, realizamos algunas averiguaciones en las dependencias regionales del Serviu respecto de las posibles soluciones. Se propusieron ciertas salidas factibles, las que encontraron buena acogida, pero, en definitiva, es el poder central quien debe resolver.


Por lo expuesto, solicito enviar oficio al ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, con copia al presidente de la Unión Comunal de la Junta de Vecinos de Lota y al presidente de la junta de vecinos N° 5, a fin de que informe, de acuerdo a la actual política del ministerio, sobre la posibilidad concreta que tienen los pobladores de la villa El Roble de encontrar una salida negociada, sea condonando las deudas en comento, que es nuestra primera y principal petición, u obteniendo, en subsidio, el pago en cuotas accesibles y diferidas, debido a la grave situación económica que afecta a la comunidad de Lota.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Alejandro García-Huidobro, Felipe Salaberry, Juan Masferrer, Sergio Ojeda, Fernando Meza, Eugenio Tuma y de quien habla.

SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE LA COMUNA DE SAN JOAQUÍN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe 
Salaberry.


El señor SALABERRY.- Señor Presidente, en la comuna de San Joaquín la junta de vecinos de la unidad vecinal 
N° 22, que lleva el nombre de la misma comuna, cuya personalidad jurídica está debidamente acreditada, me ha solicitado oficiar, en primer lugar, al alcalde de la comuna de San Joaquín, don Ramón 
Farías, acerca de una solicitud de refugios peatonales en la calle Carlos Valdovinos, al llegar a Vicuña Mackenna, en virtud de una carta enviada en noviembre de 2001, en la cual se le solicita considerar refugios peatonales.


Quince días después, el alcalde respondió, mediante una carta, que se había acogido la petición de la junta de vecinos y que los refugios peatonales serían puestos a la brevedad posible. Han pasado cerca de dos años y la “brevedad” ha resultado un poco larga.


Por lo tanto, pido que se oficie al alcalde de San Joaquín, señor Ramón Farías, para que se dé pronta solución al problema planteado.


En segundo lugar, pido que se oficie al director del Instituto Nacional de Deportes, con el objeto de que nos informe acerca del grado de cumplimiento del convenio que dicho instituto suscribió con el administrador de la cancha de fútbol ubicada en 
Arquitecto Brunelleschi con Víctor 
Gandarillas.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Masferrer, García-Huidobro, Ojeda, Meza, Araya, Mulet y de quien habla.

IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICA SOBRE CIERRE DE VERTEDEROS. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, quiero referirme a una situación sumamente grave, relacionada con el abuso de poder que ejercen las autoridades del sector salud de la Sexta Región del Libertador 
General Bernardo O’Higgins.


¿Por qué digo esto? En todas las comunas existen vertederos y dichas autoridades deben velar por el cumplimiento de la ley de Bases Generales del Medio Ambiente. En San Vicente de Tagua-Tagua, las autoridades sanitarias dispusieron el cierre de un vertedero, por lo que todos estábamos trabajando, en especial la alcaldesa de la comuna.


El 28 de abril recién pasado, en un acto político partidista que contó con la presencia de concejales de la Concertación y del subdirector del servicio de Salud, se comunicó a la población circundante que el cierre del vertedero se llevaría a efecto el 30 de abril.


Me parece fantástico, pero la autoridad no puede ser desatinada; por el contrario, debe ser criteriosa. En este caso, como tienen los conocimientos del caso, deben buscar una solución en conjunto con quienes administran la salud.


Si no hubiera sido por la actitud de la alcaldesa, se habría producido una emergencia sanitaria de grandes proporciones. Se anunció que el vertedero se cerraría el 30 de abril, pero el 1 de mayo fue feriado y el 2 de mayo los funcionarios públicos, incluidos los jefes, no trabajaron en la mayor parte de la región. Fui a hablar con el gobernador, quien se había dado un día de permiso. Por último, todos sabemos que los sábados y domingos no se trabaja, en circunstancias de que en la comuna hay un hospital y 44 mil habitantes que atender.


Por eso, pido que se oficie al ministro de Salud, con el objeto de que ordene hacer una investigación, que se tomen las medidas pertinentes y se fije una política al respecto, porque podría ocurrir, atendido el hecho de que el próximo año habrá elecciones municipales, que las autoridades clausuren los distintos vertederos del país, en especial donde hay alcaldes que no son de la Concertación.


Tengo en mi poder un informe técnico elaborado por el servicio de Salud. En dicho informe el doctor Roberto Bravo, subdirector del Servicio de Salud del Medio Ambiente de la provincia del Libertador 
Bernardo O’Higgins, da a conocer los criterios en los que se basó para tomar una decisión sobre el tema. Señala que el cierre o clausura del vertedero, invariablemente, traería consigo la creación descontrolada de basurales y de sectores no atendidos con la frecuencia debida en lo que se refiere a la recolección.


¿Cuáles son las conclusiones? Después de tres páginas de antecedentes, se sugiere otorgar un plazo de 30 días para subsanar las deficiencias menores y hasta el 31 de diciembre de 2003 para aprobar un proyecto definitivo para el depósito de la basura de San Vicente de Tagua-Tagua.


El gobierno regional le entregó 70 millones de pesos a esa microárea para que buscara un terreno, labor que efectuó una empresa alemana. Se seleccionó a un empresario que invertiría varios cientos de millones de pesos para solucionar el problema de la basura de las comunas de San Vicente, Peumo, Pichidegua y Las Cabras. ¿Saben lo que pasó ahora? Que el empresario salió arrancando y dijo que con las actuales autoridades no se podía conversar. Hoy la basura se deposita a 90 Kilómetros, cerca de Rancagua, porque es el único lugar que cumple todos los requisitos y con un costo para el municipio superior a los cien millones de pesos. Entonces, es una medida desatinada y descriteriada, porque el director de salud no asesora.


Por eso, pido que se oficie al ministro de Salud, a fin de darle cuenta de esta situación para que, con las demás autoridades, busque una solución al problema de los vertederos que deben clausurarse por no cumplir con las normas sanitarias.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

IRREGULARIDADES EN PROGRAMAS DE EDUCACIÓN DE ADULTOS MAYORES DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, estoy muy preocupado por lo ocurrido en Rancagua.


Como sabe el país, por lo menos en la Sexta Región, se produjo un fraude superior a los 500 millones de pesos por concepto de subvenciones para la educación de adultos mayores y por apropiaciones indebidas al interior de la Secretaría Regional Ministerial de Educación. En la Novena Región ocurrió algo semejante.


Pero, ¿qué ha sucedido? Que el seremi de la Sexta Región, que fue objeto de un sumario y se le pidió que dejara el cargo, con posterioridad fue trasladado a Santiago, donde desempeña un cargo en el Ministerio de Educación, relacionado con la fiscalización de regiones. Por su parte, la seremi de la Novena Región también fue designada para trabajar en la fiscalización que realizará el Ministerio de Educación a la educación de adultos mayores. En realidad, nadie entiende nada.


Pero lo más grave, ocurrido hoy, es que se le haya pedido la renuncia al jefe del Departamento de Administración y Finanzas del Ministerio de Educación de la Sexta Región, señor Fernando Rodríguez, ex seremi de minería y militante del Partido Radical. ¿Quién es Fernando Rodríguez? La persona que llevó a cabo la investigación preliminar en la Secretaría Regional Ministerial de Educación de la Sexta Región, que dejó al descubierto el fraude mencionado. ¿Qué se hace con este funcionario? Se le pide la renuncia. Como el funcionario ocupaba un cargo de confianza exclusiva, ha quedado, lisa y llanamente, sin trabajo.


Lo que me preocupa es que con este tipo de medidas la señal ética que se está dando a los funcionarios públicos del país es, precisamente, contraria a la ética. A ese funcionario que fue capaz de denunciar las irregularidades y decirle al seremi que no pagara esos recursos, que igualmente pagó, hoy se le pide la renuncia.


Respecto de los seremis que no cumplieron con su deber y que tendrán que responder ante los tribunales de justicia -la investigación está avanzando porque se nombró un ministro del fuero con dedicación exclusiva-, espero que el país conozca, en el menor tiempo posible, el monto del fraude y quiénes estaban coludidos en este asunto. 


Por eso, solicito que se oficie al ministro de Educación, a fin de que nos explique qué está ocurriendo en ese ministerio. Asimismo, pido que se envíe a la Cámara copia de los sumarios incoados por los fraudes ocurridos en las seremis de las regiones Sexta y Novena.


Por último, que el ministro de Educación informe a la ministra de Defensa sobre los nombres y representantes legales de los sostenedores que están haciendo clases a conscriptos. Según la información que poseo, muchos de los sostenedores involucrados en situaciones de fraude al fisco aparecen, con otros nombres, pero son los mismos representantes legales, haciendo clases a adultos en algunos regimientos del país.


Por eso, pido que se oficie al ministro para que nos dé una explicación, porque creemos que esta situación -como el ministro está recién nombrado, me da la impresión de que no la conoce- no puede continuar en uno de los ministerios más importantes del país, que lo primero que debe hacer es dar una formación ética y un ejemplo a quienes están educando.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión del Partido Radical.

HOMENAJE A LA CRUZ ROJA INTERNACIONAL.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.


El señor OJEDA (de pie).- Señor Presidente, en esta oportunidad, deseo rendir un homenaje a la Cruz Roja Internacional, evocando su nombre como un valor y un objetivo supremo de vida, asistencia y protección.


Vayan también estas expresiones para la Media Luna Roja, pues ambas instituciones son coincidentes en origen y objetivos. Hoy, 8 de mayo, en todo el mundo se recuerda, se celebra y se honra a estas dos instituciones, en especial, al movimiento internacional de la Cruz Roja. Están presentes en 175 países, con 106 millones de voluntarios en todo el mundo, muy bien acogidos y valorados. Este año el lema es: “El poder de la humanidad”.


La Cruz Roja surge de un hecho trascendente: de la visión conmovedora que tuvo Henry Dunant -su fundador- de la batalla de Solferino. Ese infierno lo impactó; el horror de ese campo de batalla, con heridos, mutilados y abandonados a su suerte, en una dramática agonía, no lo dejaron indiferente. Franceses e italianos, en el norte de Italia, en una escena que, por desgracia, se repite hasta estos tiempos en cruentas y numerosas guerras, el 24 de junio de 1859 libraron una feroz batalla contra los austriacos que ocupaban el país. Se produjo un brutal enfrentamiento que causó, en algunas horas, miles de víctimas entre muertos y heridos. El abandono de estos últimos a su sufrimiento impresionó a este hombre que se encontraba en aquel lugar por asuntos de negocios. Con la ayuda de los habitantes de las localidades vecinas prestó auxilio a los heridos sin discriminación. 


Dunant había observado que los servicios de sanidad de los ejércitos eran claramente insuficientes.


Dunant nunca pudo olvidar esa visión de horror. Cogió la pluma para relatar mil veces ese drama de la guerra. En 1862 terminó de escribir su obra “Recuerdos de Solferino” y en su mente comienza a gestarse la idea de la Cruz Roja, que fue fundada en Ginebra el 26 de octubre de 1863. Su objetivo básico y fundamental es socorrer y prestar auxilio a las personas, tanto en tiempos de paz como de guerra, aliviar el sufrimiento, proteger la vida y la salud y velar por la integridad y dignidad de la persona humana. Por principio y con el fin de dar confianza de todos respecto de su acción meramente humanitaria, se abstiene de abanderizarse y de tomar parte en las hostilidades y en las controversias de orden político, social, religioso y filosófico.


Ha orientado sus acciones hacia siete principios fundamentales: la humanidad, la imparcialidad, la neutralidad, la independencia, la voluntariedad, la unidad y la universalidad. Sus organismos principales los constituyen las Sociedades Nacionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja, la Liga de Sociedad de la Cruz Roja y la Conferencia Internacional de la Cruz Roja, que es su cuerpo deliberante.


El Comité Internacional de la Cruz Roja, creado en 1863, es el organismo fundador del movimiento internacional de la Cruz Roja, institución humanitaria neutral e independiente, que actúa en el mundo entero por propia iniciativa o fundada en los convenios de Ginebra, protegiendo existencias y asistiendo a las víctimas de los conflictos armados y de las consecuencias directas de los mismos.


Orienta sus acciones a atender a los heridos, visitar a los prisioneros, restablecer contactos entre familias separadas, proteger a la población civil o procurar alimentos y demás asistencia a las víctimas de dichos conflictos. Promueve y supervisa la aplicación del derecho internacional humanitario.


En Chile conocemos su trabajo durante años cuando protegió y amparó a disidentes de un régimen que ya no existe.


Las Sociedades Nacionales componentes de la Cruz Roja Internacional personifican la labor del movimiento internacional de la Cruz Roja. Son como la base territorial de la Cruz Roja Internacional en más de 160 países. Brindan una gama de servicios, diversificando áreas y contenidos que abarcan diferentes tareas en variados casos, como accidentes, asistencia social, sanitaria y cursos de primeros auxilios.


Su acción se extiende hacia variadas contingencias y actividades humanas, como desastres naturales, primeros auxilios, cursos de enfermería, bancos de sangre, prevención del VIH, Sida, prevención del consumo de drogas, desarrollo comunitario, atención de niños, asistencia de adultos mayores, agencia de búsquedas, etcétera.


En tiempos de guerra, las Sociedades Nacionales apoyan a los servicios médicos de las fuerzas armadas.


Desde el 18 de diciembre de 1903, fecha de fundación de la Cruz Roja de Chile, nacida en Punta Arenas, hemos conocido su rol protector a través de sus 190 filiales que cubren todo el país con más de 25 mil voluntarios, desde Arica a la Antártida chilena, incluyendo Isla de Pascua.


La ley Nº 3.924, de 17 de abril de 1923, reconoció a la Cruz Roja Chilena, otorgándole personalidad jurídica. Su reglamento fue aprobado por decreto supremo Nº 136, de 19 de marzo de 1963. El 30 de abril de 1909, obtuvo el reconocimiento del Comité Internacional de la Cruz Roja como miembro integrante.


Como se ve, la idea original de Henry Dunant se desarrolló y maduró como correspondía, inalterablemente y coincidente con sus fundamentos originales. A través del tiempo, su legado y su impulso por concretar sus ideas se constituyó en todo un símbolo, tanto como una institución universal. Su bandera, su emblema, es un verdadero homenaje rendido a la Confederación Suiza, su patria, su tierra, con los colores federales invertidos, porque en ese país nació la Cruz Roja. 


La ley N° 19.511, de 13 de septiembre de 1997, que protege el emblema de la Cruz Roja, cuya idea y moción surgió desde la Cámara de Diputados, fue aprobada para actualizar y adecuar a los nuevos tiempos la protección precaria que le daba la antigua ley N° 6.371, de 1 de septiembre de 1939.


Para garantizar que los heridos sobrevivan y reciban atención médica sin discriminación, Henry Dunant propuso que se formulara algún principio internacional, convencional y sagrado. Es el esparcimiento real de la semilla del Derecho Internacional moderno, captada y acogida por los internacionalistas, cuya primera expresión escrita fue el Convenio de Ginebra, de 1864, para aliviar la suerte de los heridos en campañas al otorgarles el estatuto de neutralidad a éstos y a las personas que los atienden.


Los Convenios de Ginebra y los protocolos adicionales, tan estrechamente ligados con la acción y postulados de la Cruz Roja Internacional, fueron aprobados en 1949 y 1977, respectivamente, y ratificados por Chile a través del Congreso Nacional el 12 de octubre de 1950 y 24 de abril de 1991, constituyendo un Derecho Internacional Humanitario que la Cruz Roja Internacional ha venido elaborando en conjunto con los Estados y que Chile ha acogido, asumiendo el compromiso de respetar y hacerlos respetar. El humanizar la guerra o regular la guerra ha sido el objetivo del Derecho Internacional Humanitario a través de la Cruz Roja Internacional, al proteger a las víctimas de los conflictos armados, al proteger a los soldados heridos o enfermos, al proteger personal sanitario y a los capellanes, al proteger a los prisioneros de guerra, al proteger a las personas civiles.


El respeto al ser humano, su honor y su familia, la prohibición de los tratos inhumanos, la toma de rehenes, los exterminios, la tortura, las ejecuciones sumarias, las deportaciones, los saqueos y la destrucción injustificada de los bienes particulares, son preocupación constante del Comité Internacional de la Cruz Roja y del Derecho Internacional Humanitario. Entrega, amor y sacrificio, son conceptos sublimes que abraza la Cruz Roja Internacional en la nobleza del espíritu y la generosidad del alma de hombres y mujeres entregados al peligro de la guerra. Voluntarios mimetizados con el dolor y la tragedia. 


Hoy recordamos a los héroes y a los mártires de la Cruz Roja Internacional. Muchos delegados, en muchas partes y en diferentes tiempos, para cumplir con los objetivos de los Convenios de Ginebra, deben dirigirse a los campos de batalla, donde pueden encontrar la muerte. El 17 de diciembre de 1996, mientras dormían en un complejo hospitalario en Novye Atagui, 18 kilómetros al sudoeste de Grozny, en la República de Chechenia, fueron asesinados a tiros seis delegados extranjeros de la Cruz Roja. Entre ellos se encontraban cinco mujeres. Los gobiernos hablaron de un crimen cruel e irracional, otros de un acto de vandalismo y de barbarie. 


La brutalidad hecha acción. La crueldad, que pareciera ser lejana, se nos acerca en estos tiempos modernos por la pantalla de la televisión, en la cual se nos muestra la crudeza de lo que ha sido la guerra; el contenido de ella, la guerra reciente en Irak, en Somalia, Kosovo, etcétera.


Señor Presidente, pido que este discurso se le envíe a la señora presidenta de la Cruz Roja de Chile, Zoy Katevas de Sklabos, y también solicito que se envíe un saludo a la Cruz Roja Internacional. Este es mi homenaje a una institución que me honro en integrar y que es el símbolo del amor y de la paz en el mundo. 


Con el poder de la humanidad, con el espíritu y virtud del hombre, es posible generar las condiciones y construir para siempre la paz, tan necesaria para la felicidad y el bienestar general de todo el mundo.


He dicho


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que la expresan y en la forma que indican.

ANTECEDENTES SOBRE PROYECTO DE NUEVA INSTITUCIONALIDAD CULTURAL Y SOBRE LA ELECCIÓN DE CONSEJEROS REGIONALES. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo que corresponde al Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero pedir que se envíen dos oficios.


En Rancagua tuve la oportunidad de conversar con don Joaquín Maluenda, del Circo Tachuelas. Si se recuerda, el año pasado aprobamos el proyecto que crea una nueva institucionalidad cultural, que aún duerme en el Senado. Por lo tanto, pido que se oficie a su Presidente, a fin de saber qué ocurre con su tramitación, ya que de convertirse en ley generará un contexto favorable para el circo chileno.


El segundo oficio es al ministro del Interior, quien reiteradamente se ha comprometido con diversos parlamentarios de la bancada regionalista a enviar un proyecto relativo a la elección de los consejeros regionales. Es importante hacerlo presente, por cuanto aún se está dentro del plazo. De lo contrario, no será posible, como se prometió en el programa del Presidente Lagos, elegir a los consejeros regionales junto a los alcaldes y concejales el próximo año.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

RECUERDO DE MANIFESTACIÓN DE 1983 DE LA CONFEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE. Oficios.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, quiero concentrarme en una fecha, a mi juicio, la más histórica de los últimos 25 años de Rancagua: el 11 de mayo de 1983


El próximo domingo 11 de mayo se conmemoran veinte años desde que un puñado de trabajadores y dirigentes sindicales, con gran estatura moral y de coraje inigualable, convocó a la primera movilización masiva por la democracia.


Fue un acto extraordinario porque se realizó en un contexto de recesión económica y represión política. Se trataba de los trabajadores con empleo más estable, bien remunerado para la época que se vivía y que tenían más que perder que ganar en ese sentido. Se agruparon en la Confederación de Trabajadores del Cobre, presidida por el entonces destacado dirigente del sindicato de Caletones, de Rancagua, Rodolfo Seguel Molina -hoy colega nuestro en la Cámara-, cuando sólo tenía 29 años.


Esos trabajadores fueron capaces, en un momento oscuro de la historia del país y en una situación de privilegio, de decir que no bastaba la solución de los problemas con una o más leyes, sino que Chile requería democracia. 


Fue a partir de la Confederación de los Trabajadores del Cobre que se convocó a la primera protesta nacional ese famoso 11 de mayo, que dio inicio a la apertura política para inhibir la represión y las muertes y generar espacios de convivencia en democracia que hoy todos celebramos.


Algunos dirigentes no están y es necesario recordarlos. Junto a Rodolfo Seguel, del sindicato Caletones, de Rancagua, Manuel Rodríguez, retirado dirigente de El Teniente; Carlos Ogalde, de la División Chuquicamata; Roberto Lillo, de la directiva de la Confederación de Trabajadores del Cobre 
-representaba a la oficina central de Santiago-; Roberto Carvajal, de la División El Salvador. También recordamos a dirigentes de otros sindicatos, como Juan Marambio, del sindicato Sewell y Minas, de Rancagua, a la sazón el más numeroso.


Esos trabajadores participaron en esa protesta nacional y encontraron como respuesta la represión y el despido. Sólo en la División El Teniente, más de setecientos trabajadores fueron despedidos y enviados al exilio interno. Muchos de ellos eran amigos nuestros, personas que lucharon por la democracia, como Enés Zepeda, Manuel Berríos y Julio Muñoz Otárola, quien fue uno de los cinco últimos chilenos en desaparecer. Desde 1987 no sabemos cuál fue su destino trágico. Ese trabajador comenzó su calvario cuando fue despido de El Teniente, junto con los setecientos trabajadores, por atreverse a convocar a una protesta nacional por la democracia.


Son fechas importantes que debemos recordar. La memoria tiene que seguir viva. Por ello, debemos hacer un reconocimiento a la actual Federación de Trabajadores del Cobre y a la persona de Rodolfo Seguel, quien, entre otros, tuvo el coraje de abrir surcos para la democracia. Felizmente, muchos se sumaron, entre ellos los estudiantes, los colegios profesionales y sindicatos de otras áreas. Luego, se creó el Comando Nacional de Trabajadores y fuimos abriendo los caminos para el reencuentro nacional y la democracia. Pero tengamos respeto por los trabajadores del cobre, quienes fueron los primeros en abrir espacioas de libertad, de dignidad en pro de la paz.


Pido que se envié copia de este homenaje al colega Seguel, a la directiva de la Federa-



ción de Trabajadores del Cobre, al Sindicato Caletones, a las distintas zonales de los trabajadores del cobre y al diario “El Rancagüino”, respecto del cual esperamos, junto con otros medios de comunicación, que valore este episodio tan relevante de nuestra historia nacional.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría. Sin embargo, respecto de la ley sobre nueva institucionalidad cultural no corresponde oficiar al Senado. Por lo tanto, le sugiero que remita un oficio a la Secretaría General de la Presidencia, a fin de que el Gobierno ponga urgencia a ese proyecto, sin perjuicio de que la Secretaría se va a encargar de ubicarlo.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, me parece razonable su sugerencia.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.18 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que norma el buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. (boletín Nº 3237-05)
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en someter a consideración de esa honorable Corporación un proyecto de ley que norma el buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan origen a beneficios tributarios y los extienden a otros fines sociales y públicos, como es el caso de entidades sin fines de lucro que favorezcan de manera directa y comprobable a personas de escasos recursos y discapacitadas, y las donaciones destinadas al financiamiento de la actividad política para servir de mejor forma el bien común. Se crea, además, un fondo mixto social destinado a evitar la excesiva concentración de recursos en unas pocas instituciones donatarias.

I. ANTECEDENTES.

1.
La cooperación público-privada.


En una sociedad democrática las actividades de interés social y de interés público deben ser una responsabilidad compartida entre el Estado y la ciudadanía. 


El Estado Y la sociedad civil, en efecto, cumplen roles esencialmente complementarios en la consecución de los objetivos sociales fundamentales del país, tales como la reducción de la pobreza y la generación de oportunidades de progreso e integración social para las personas más vulnerables. De igual manera, el desarrollo y profundización de la vida democrática requiere que el Estado y la sociedad civil cooperen activamente en las funciones públicas que sostienen nuestra forma de gobierno.


Esta responsabilidad compartida entre el Estado y los ciudadanos se ha potenciado históricamente a través de diversos instrumentos de cooperación entre el sector público y el sector privado. Uno de ellos es la aplicación de beneficios tributarios a las donaciones que realiza el sector privado a actividades meritorias de interés público, más genéricamente, y de interés social en particular. Así, existen hoy en el país diversos cuerpos legales que otorgan beneficios tributarios a las donaciones que hacen agentes privados a instituciones que realizan actividades consideradas meritorias en el campo de lo público y lo social.

2.
Beneficios tributarios para donaciones.


Los beneficios tributarios que estas normas otorgan a los donantes varían según el objeto de la donación. Pueden distinguirse dos grandes grupos:


El primer grupo se refiere a lo que podríamos llamar donaciones de interés público. Están destinadas a apoyar causas públicas de carácter genérico, sin un contenido social específico. Los cuerpos legales en que se apoyan establecen que ciertas donaciones destinadas a estos fines pueden deducirse de la base imponible del impuesto relevante al que está afecto el donante. De ello resulta un beneficio tributario para el mismo, equivalente a la tasa del impuesto de primera categoría en el caso de una empresa y la tasa relevante del impuesto global complementario para el socio de la misma. Se benefician de este tratamiento, por ejemplo, las donaciones efectuadas por agentes privados a favor de entidades del estado (DL 
N° 45) y las que efectúan a favor de la Corfo (art. 25, letra G, ley N° 6.640).


Dentro del segundo grupo, se encuentran las donaciones que se hacen con fines más específicamente sociales, las que reciben beneficios tributarios mayores a los anteriores. Estos se apoyan en normas que permiten que una parte de la donación (típicamente un 50%) pueda ser deducida como crédito en contra de los impuestos adeudados por el donante y que el saldo de la donación se deduzca de la renta líquida imponible del mismo. El beneficio tributario para el donante en este caso es bastante mayor al caso anterior y puede llegar hasta un 80% de la donación dependiendo de la tasa de impuesto a la renta a la que está afecto el contribuyente. Este es el caso de las donaciones a universidades e institutos profesionales estatales y particulares (art. 60 Ley N° 18.681), de las donaciones para fines culturales (art. 8 ley N° 18.985), de las donaciones efectuadas con fines educacionales (art. 3, ley N° 19.247), y de la recientemente promulgada franquicia para donaciones con fines deportivos (art. 62 y siguientes. Ley N° 19.712). 

3.
El monto de los beneficios.


Ahora bien, ya sea que la donación pueda imputarse parcialmente como crédito contra los impuestos o que esta se deduzca de la renta líquida imponible del donante, estos mecanismos hacen socios al Estado y al donante en el financiamiento de las actividades designadas. 


Así, en lo que se refiere al sector público, el gasto tributario (recaudación a la cual el fisco renuncia por este beneficio tributario) asociado sólo a las cuatro franquicias recién mencionadas, ascendió a $ 34.451 millones durante el año 2001. La mayor renuncia fiscal (lo que es equivalente financieramente a un mayor gasto) dentro de este subconjunto estuvo asociada a las donaciones a instituciones de educación superior ($ 15.425 millones), seguidas de las donaciones con fines deportivos ($ 12.249 millones), las donaciones con fines educacionales ($ 4.516 millones) y las donaciones con fines culturales ($ 2.261 millones). Durante este mismo período mas de 4.000 empresas utilizaron alguna de estas franquicias, efectuando donaciones por más de 55 mil millones de pesos.

II. PROBLEMAS DEL MARCO JURÍDICO ACTUAL.


Sin perjuicio de la magnitud de los recursos públicos y privados que estos mecanismos han logrado movilizar en años recientes y del número de empresas que los han utilizado, el marco general y específico en el que estos operan presenta una serie de problemas. En particular, la gran diversidad de normativas existentes y el aislamiento en el que cada una de ellas fue concebida, ha derivado en una legislación fragmentaria, dispersa, heterogénea y poco coordinada. Esto presenta dificultades a potenciales donantes y donatarios para operar con estos mecanismos, atenta contra la transparencia de los mismos, y deja espacios abiertos para irregularidades en su utilización.

1.
Superposición de coberturas.


Una de las consecuencias más visible de estos problemas se refiere a la superposición de las coberturas, tipificada en que varias de las normativas apuntan hacia el mismo tipo de institución donataria bajo modalidades distintas. Así por ejemplo, existen diversas normas y mecanismos tributarios aplicables, distintas categorías de beneficiarios y de donantes, multiplicidad de requisitos para optar y calificar como donante o como donatario, según cada ley especial. Inclusive se podría dar el caso que una misma donación destinada, por ejemplo, a un establecimiento educacional habilitado para recibirla, reciba un tratamiento tributario diferente según cuál sea la ley a la cual el donante decida acogerse. 

2.
Inequidad en el acceso.


A esta superposición de coberturas en algunos potenciales donatarios, se agrega la inequidad en el acceso a estos mecanismos de potenciales donatarios meritorios, y la excesiva concentración de donaciones en un subconjunto pequeño de instituciones. Esto se refiere tanto a la definición global con respecto a quienes pueden calificar como donatarios, como a la inequidad en el acceso dentro de este mismo subgrupo.


En lo que se refiere a la definición de potenciales donatarios, no parece equitativo, por ejemplo, que la ley consagre el acceso a beneficios tributarios a las donaciones que realizan las empresas a las universidades o proyectos deportivos, y no puedan acceder a estos mismos beneficios las donaciones que realizan las empresas a instituciones sin fines de lucro que trabajan directamente en el apoyo de chilenos de más escasos recursos. Lo anterior sugiere la necesidad de ampliar el espectro de potenciales donatarios hacia instituciones que no se encuentran hoy incorporadas y cuyo trabajo refleja muy nítidamente las prioridades actuales de nuestro país.


En lo que se refiere al acceso a los recursos de los potenciales donatarios que la legislación actual consagra como elegibles, la ausencia de mecanismos redistributivos de los recursos donados ha llevado en algunos casos a situaciones de gran inequidad. Como ejemplo, en el caso de la ley de donaciones con fines educaciones (Ley Nº 19.247), más de un 50% de las donaciones acogidas durante 2001 correspondieron a tan sólo un 9% del total de instituciones receptoras. En el caso de las donaciones con fines culturales (ley N° 18.985), la concentración de recursos resulta ser similar, ya que, durante el mismo período, cerca de un 8% de los receptores captó cerca del 50% del total de las donaciones. En el caso de las donaciones a instituciones de educación superior, tan sólo 4 instituciones captaron el 50% de los montos donados durante 2001. Esta situación pone de relieve la importancia de que las políticas públicas estimulen un acceso más igualitario a las donaciones con franquicias, por medio de mecanismos que eviten la excesiva concentración de los recursos.

3.
Convocatoria a más recursos del beneficio.


Un tercer aspecto clave a considerar en el diseño de este tipo de mecanismos, se refiere a la capacidad de las franquicias tributarias de generar adicionalidad significativa de recursos, más allá de los recursos que aporta el fisco a través del gasto tributario. La efectividad que tengan los beneficios tributarios a las donaciones como mecanismo para incrementar el nivel de recursos privados hacia estas causas, depende esencialmente de la respuesta de los individuos a los estímulos tributarios. Si las donaciones privadas aumentan más que la disminución de la recaudación tributaria (o gasto tributario) asociada, se puede concluir que existe adicionalidad neta de recursos. En estos casos, la introducción de los beneficios tributarios provoca un beneficio neto, aumentando el monto total de recursos para los fines meritorios elegibles.


Este resultado, sin embargo, no está garantizado. La capacidad real de los beneficios tributarios para generar adicionalidad en las donaciones privadas depende, entre otros factores, de la magnitud del beneficio tributario estipulado, de qué tan normado esté el destino de la donación, y del esfuerzo que realicen las instituciones beneficiadas por estimular a los donantes a mantener o incrementar el esfuerzo privado que realizaban en ausencia de los beneficios. Si el monto del beneficio es excesivo, puede no producirse ninguna adicionalidad neta de recursos y, simplemente, se reemplacen recursos privados por recursos públicos. Lo mismo puede suceder si el destino de las donaciones está excesivamente normado, financiándose con recursos públicos donaciones privadas que, en ausencia de incentivos, se hubiesen efectuado de igual manera.


Es a este respecto donde el desafío más grande está en manos de las propias instituciones donatarias. De ellas dependerá en gran medida que los donantes privados se sientan motivados a aumentar sus donaciones por sobre el nivel que estas alcanzan en la ausencia de los beneficios tributarios y, mas allá de eso, incluso por sobre el esfuerzo fiscal.

4.
Riesgo de evasión o elusión.


Un cuarto problema fundamental asociado a este tipo de instrumentos tiene relación con los riesgos de que sean utilizados como medios de evasión o elusión tributaria. El abuso de estos mecanismos no sólo priva al estado de los recursos necesarios para desarrollar las labores que le son propias. Esto influye, adicionalmente, en la capacidad que tengan estos mecanismos para lograr adicionalidad de recursos hacia los fines que se persiguen e influye de manera crítica en la credibilidad del sistema como un todo.


Ejemplo de lo anterior es el caso de donaciones simuladas, en donde lo que efectivamente ocurre es una venta de servicios encubierta, que termina siendo subsidiada gracias al beneficio tributario. Esto puede manifestarse en que empresas efectúan donaciones a cambio de contraprestaciones efectuadas por la organización beneficiada, tales como el acceso a cursos de postítulo o diplomados para sus ejecutivos en forma gratuita o subsidiada. 


Esta colusión entre entidad donante y donataria también puede llevar a otras formas de transferencias irregulares, tales como cuando una organización recibe una donación financiada parcialmente con incentivos tributarios y luego recibe parte o todos los recursos de la misma donación a través de compras de la donataria de insumos al donante a precios mayores a los de mercado. 


Este tipo de conductas y abusos, entre otras, son las que el proyecto de ley norma de manera más clara mediante un conjunto de prohibiciones y sanciones específicas. 


Más allá de la tipificación y penalización de estas conductas, evitar estos abusos es también una tarea compartida. Así, sin perjuicio de los esfuerzos que debe realizar el Estado por fiscalizar y sancionar conductas abusivas, evitar abusos requiere de un efectivo control de la ciudadanía en general, y de los potenciales donatarios en particular. Para que el control ciudadano opere efectivamente a este respecto, se requieren altos niveles de transparencia acerca de las entidades donantes y donatarias, de los beneficios tributarios utilizados y del uso de los recursos. 

III. OBJETIVOS GENERALES DEL PROYECTO.


Este proyecto de ley busca responder al conjunto de preocupaciones mencionadas, extendiendo los beneficios existentes a nuevas actividades meritorias en el ámbito social y en el ámbito público, armonizando y perfeccionando el sistema de beneficios tributarios para donaciones existentes en el país. 


En lo que se refiere al apoyo de actividades de interés social, se establece que las donaciones que realicen los contribuyentes de primera categoría a proyectos y programas de fundaciones y corporaciones -debidamente calificadas- que entregan servicios a personas de escasos recursos y discapacitadas, tendrán un tratamiento tributario equivalente al vigente para las donaciones a organizaciones deportivas (Ley Nº 19.712). Esto es, se permitirá a las empresas deducir como crédito tributario un 50% de los recursos donados a estos proyectos y programas, y se permitirá rebajar de la renta líquida imponible el 50% restante. De esta manera se amplía sustancialmente el ámbito en el que operan actualmente estos incentivos, hacia nuevas causas sociales meritorias.


Estas donaciones, adicionalmente, podrán estar dirigidas al financiamiento de proyectos o programas plurianuales de estas instituciones, ampliando así las alternativas hoy existentes a través de otras leyes. Con esto se flexibilizará el mecanismo de donación, permitiendo a las empresas optar entre causas meritorias de una manera más fluida.


El proyecto también contempla mecanismos para evitar una excesiva concentración de los recursos que el estado renuncia a recaudar a través de este mecanismo en unas pocas instituciones con mayor llegada a los donantes. Para estos efectos, se establece que el beneficio tributarios quedará sujeto a que al menos un 33% de los recursos de la donación se destinen a un fondo (Fondo Mixto de Apoyo Social), desde donde estos recursos se redistribuirán hacia proyectos y programas de las instituciones calificadas. Hasta un 5% de los recursos del fondo, por otra parte, podrá destinarse al financiamiento de proyectos de fortalecimiento institucional de las organizaciones, tales como la capacitación de sus voluntarios, y el desarrollo de mejores sistemas de captación de recursos, administración financiera y rendición de cuentas.


Para efectos de administrar transparentemente el sistema, se establece un Consejo de carácter mixto, compuesto por autoridades públicas asociadas al apoyo a personas de escasos recursos y discapacitados elegidos por las instituciones calificadas para recibir donaciones, y un representante de los potenciales donantes. Este Consejo calificará a las instituciones sujetas de donación, y sancionará la asignación de los recursos del fondo entre las instituciones calificadas, entre otras funciones.


La calificación como institución elegible para recibir donaciones afectas a beneficios tributarios se definirá en función de su naturaleza jurídica, de su experiencia comprobada en la materia, y de la naturaleza de sus actividades especificas. Para asegurar la mayor transparencia posible al respecto, esta calificación se certificará mediante el ingreso a un registro público que podrá ser consultado en internet por cualquier ciudadano. 


Los criterios para ingresar a este registro se comprobarán a partir de indicadores objetivos respecto de la actividad de la organización, y la permanencia en el mismo estará sujeta a la presentación de información pública periódica respecto de su gestión, situación financiera y actividades específicas, la que también deberá estar disponible en internet para cualquier ciudadano que desee consultarla.


Para armonizar el sistema de donaciones de interés social afectas a beneficios tributarios, por otra parte, el proyecto establece que el conjunto de donaciones afectas a estos beneficios tendrá un límite máximo equivalente a un 4,5% de la renta líquida imponible por contribuyente de primera categoría, y suprime todos los límites específicos establecidos en las leyes respectivas para donaciones sectoriales, ya sea que estos se expresen en porcentaje de la renta líquida imponible, en Unidades Tributarias Mensuales o en relación al capital propio. Este nuevo límite equivale a 450 millones de dólares, cifra seis veces superior a las donaciones que se realizaron en 2001 con derecho a estos beneficios. 


De esta manera se armonizan los diversos regímenes para donaciones de las empresas existentes dentro de un marco global común por contribuyente. Aunque no existen hoy empresas que se encuentran limitadas en sus donaciones bajo ninguno de estos regímenes por estos límites, esto asegura que el margen adicional establecido pueda ser utilizado plenamente bajo cualquiera de los mecanismos ya establecidos y el que aquí se legisla. 


En lo que se refiere a las actividades públicas no sociales, el proyecto extiende los beneficios tributarios, hoy aplicables a las donaciones a instituciones del Estado, a los aportes en dinero que realicen las empresas al financiamiento de la actividad política en el país. Esto es, permite a las empresas rebajar de la renta líquida imponible las donaciones a partidos y campañas políticas durante el mismo ejercicio en que se producen las donaciones. De esta manera, se establece un mecanismo para que el Estado y el sector privado coopere transparentemente en las actividades cívicas que se requieren para el desarrollo de nuestra democracia. 


Estas donaciones estarán sujetas a un límite específico equivalente a un 1% de la renta líquida imponible de cada contribuyente de primera categoría. Este límite busca, por una parte, que el aporte fiscal indirecto máximo que se puede realizar al financiamiento de la política a través de este mecanismo no exceda, en su conjunto, el monto del aporte fiscal directo máximo para campañas; y, por otra, se asegura que la suma del aporte fiscal directo a partidos y campañas y el aporte fiscal indirecto realizado mediante este mecanismo no supere el 50% del límite global que se ha propuesto para el gasto total por campaña. Dentro de este límite específico también se podrán efectuar donaciones a institutos de formación política, los que estarán sujetas al mismo tratamiento tributario y procedimientos que las donaciones a los partidos. 


Para efectos de armonizar los distintos regímenes de donaciones y evitar abusos de estos mecanismos, el proyecto propone, asimismo, un conjunto de disposiciones que perfeccionan el tratamiento global de las donaciones de empresas que tienen derecho a beneficios tributarios. Así, adicionalmente al establecimiento de un límite global común y la eliminación de los límites específicos vigentes, se tipifican y establecen prohibiciones y sanciones para conductas que distorsionen la naturaleza u objeto de la donación, tales como la existencia de contraprestaciones asociadas a la misma o el desvío de los recursos donados hacia instituciones o fines distintos a los que establece la ley. 

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto tiene el siguiente contenido:

1.
Beneficios tributarios para entidades que donan a instituciones que prestan servicios directos a personas de escasos recursos o discapacitadas y del fondo mixto de apoyo social.

a.
Beneficiarios y entidades donantes.


Se propone establecer beneficios tributarios para los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva en base a contabilidad completa y realicen donaciones en dinero en las condiciones que señala este proyecto de ley. Se exceptúan de este beneficio, a las empresas del Estado o en la que éste o sus instituciones participe.

b.
Beneficios Tributarios y entidades donatarias


Se establece que el 50% de las donaciones en dinero que efectúen los contribuyentes antes indicados, directamente a corporaciones o fundaciones constituidas conforme al título XXXIII del Libro I del Código Civil o al Fondo Mixto de Apoyo Social, que se crea para este efecto, podrán ser deducido como crédito contra el impuesto de primera categoría que afecte a las rentas del ejercicio en que se efectuó la donación, en la forma que se dispone para las donaciones con fines deportivos en lo que resulte pertinente, regulada en Ley N° 19.712. 


Asimismo, se aplicarán dichas normas a la rebaja como gasto del 50% restante de la donación, en las condiciones que se proponen. Este beneficio no podrá exceder el límite global que se establece a las donaciones.


Las corporaciones o fundaciones donatarias, deberán tener por finalidad única, tanto de acuerdo al objeto establecido en sus estatutos como en su actividad real, proveer directamente servicios a personas de escasos recursos o discapacitadas y, además, deberán encontrarse inscritas en el registro que para tal efecto, mantenga el Ministerio de Planificación y Cooperación.

c.
Fondo mixto de apoyo social.


Se establece la creación de un Fondo Mixto de Apoyo Social. Se constituirá con los recursos provenientes de las donaciones susceptibles de acceder a este beneficio tributario, las cuales deben ascender, a lo menos, al 33% de la donación que da derecho a este beneficio.


Este fondo será administrado por un Consejo, integrado por el ministro de Planificación y Cooperación o su representante, quien lo presidirá; el Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad o su representante; el Subsecretario General de Gobierno o su representante; el Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio o su representante y tres personalidades destacadas en materias de atención a beneficiarios de escasos recursos o discapacitados, elegidas por las corporaciones o fundaciones incorporadas al registro.


Entre las funciones de este Consejo están la adjudicación de los recursos del Fondo a proyectos o programas incorporados al registro.

2.
Beneficios tributarios a las donaciones destinadas a entidades de carácter político.

a.
Beneficiarios y entidades donantes.


Se propone establecer beneficios tributarios para los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva en base a contabilidad completa y realicen donaciones en dinero en las condiciones que señala este proyecto de ley. Se exceptúan de este beneficio, a las empresas del Estado o en la que éste o sus instituciones participe.

b.
Beneficios tributarios y entidades donatarias


Se establece que los contribuyentes antes indicados que efectúen donaciones en dinero a los partidos políticos inscritos en el Servicio Electoral, o a los Institutos de Formación Política o directamente a candidatos a ocupar cargos de elección popular, podrán deducir estas donaciones de la renta líquida imponible, una vez efectuado los ajustes de los artículos 32 y 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la forma y cumpliendo los demás requisitos previstos en este proyecto de ley, como asimismo sujetándose a los límites máximos establecidos en él. 


El monto de estas donaciones no podrá exceder el 1% de la renta líquida imponible de la empresa correspondiente al ejercicio en el cual se efectúa la donación. 

3.
Disposiciones generales del proyecto.

a.
Límite global al conjunto de las donaciones afectas a beneficios tributarios.


Se fija un límite global al conjunto de las donaciones afectas a beneficios tributarios de cualquier especie efectuadas por los contribuyente de primera categoría, equivalente al 4,5% de la renta líquida imponible. Esta disposición primará sobre lo que dispongan otras leyes especiales acerca de esta materia. 

b.
Prohibiciones a que estarán afectas las entidades que reciban donaciones sujetas a beneficios tributarios al donante y de las sanciones establecidas.


Se establece que las entidades donatarias no podrán realizar contraprestaciones, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales o exigiendo menores requisitos, a favor del donante y demás personas vinculada a ella, según lo establecido en este proyecto de ley y durante el plazo fijado en el mismo. El incumplimiento hará perder el beneficio al donante debiendo restituir la parte del impuesto que hubiere dejado de pagar.


Los contribuyentes que dolosamente y en forma reiterada reciban las contraprestaciones señaladas en el párrafo anterior o que simulen una donación, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.


El que dolosamente destine o utilice, donaciones, sujetas a beneficios tributarios en las condiciones establecidas en la ley, a fines distintos que corresponda a la entidad donataria, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.


Se establecen, asimismo, algunas limitaciones para acceder a los beneficios tributarios propuestos por el presente proyecto de ley.

c.
Financiamiento del proyecto.


Finalmente se proponen las normas sobre el financiamiento del proyecto.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

De los beneficios tributarios para entidades que donan a instituciones 

que prestan servicios directos a personas de escasos recursos 

o discapacitadas y del Fondo Mixto de Apoyo Social

Artículo 1°.- El 50% de las donaciones en dinero que efectúen los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley N° 824, de 1974, que no sean empresas del Estado o en la que éste o sus instituciones participen y que declaren su renta efectiva en base a contabilidad completa, directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al fondo establecido en el artículo 3º, podrá ser deducido como crédito contra el impuesto de primera categoría que afecte a las rentas del ejercicio en que se efectúo la donación, en la forma que dispone la Ley N° 19.712 en sus artículos 62° y siguientes, en lo que resulte pertinente. Asimismo, se aplicarán dichas normas a la rebaja como gasto del 50% restante de la donación. Todo ello en la forma y cumpliendo los requisitos que a continuación se establecen:

1.
El monto total de las donaciones que den derecho a este beneficio no podrá exceder el límite señalado en el artículo 10° de esta ley.

2.
Para que proceda este beneficio, a lo menos el 33% de la donación que da derecho al mismo deberá efectuarse al fondo que establece el artículo 3°.

3.
Estas donaciones se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del impuesto a las herencias y donaciones establecido en la Ley N° 16.271.

4.
Las empresas donantes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, el monto de las donaciones y la identidad del donatario en la forma y plazos que dicho Servicio determine. La información que se proporcione en cumplimiento de lo prescrito en este número se amparará en el secreto establecido en el artículo 35° del Código Tributario. Las instituciones y el fondo que se establece en el artículo 3º, como donatarios, deberán dar cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que se extenderá a la entidad donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos.


“Artículo 2°.- Las donaciones a las que se refiere el artículo anterior deberán ser dirigidas a financiar proyectos o programas de corporaciones o fundaciones. Estas deberán estar constituidas conforme a las normas del Título XXXIII del Libro I del Código Civil, tener por finalidad única, tanto de acuerdo al objeto establecido en sus estatutos que la regulan como en su actividad real, proveer directamente servicios a personas de escasos recursos o discapacitadas y estar incorporadas al registro que establece el artículo 5º, de acuerdo a los criterios y mecanismos generales y específicos que establece esta ley y su reglamento. Estos servicios podrán corresponder a:

1.
Servicios que respondan a necesidades inmediatas de las personas, tales como la alimentación, vestuario, alojamiento y salud.

2.
Servicios orientados a aumentar la capacidad de las personas de mejorar sus oportunidades de vida, tales como la habilitación para el trabajo, la nivelación de estudios, o el apoyo a personas discapacitadas para mejorar sus condiciones de empleabilidad. 

3.
Servicios que tiendan a prevenir la realización de conductas que marginen socialmente a las personas, o atiendan o mitiguen las consecuencias de tales conductas, tales como la orientación familiar, la rehabilitación de drogadictos, la atención de víctimas de violencia intrafamiliar, y la difusión y promoción entre las personas del ejercicio de sus derechos sociales. 


Estos servicios deberán ser, por una parte, directos, verificables y cuantificables, y, por la otra, deberán ser entregados a personas individualizables y distintas a los asociados de la institución, en forma gratuita o contra el pago de tarifas que no excluyan a potenciales beneficiarios de escasos recursos, todo lo anterior de acuerdo a los criterios y estándares específicos que defina el reglamento. 


Artículo 3°.- Establécese el Fondo Mixto de Apoyo Social, en adelante “El Fondo”, el que será administrado por el Consejo al que se refiere el artículo 4°.


El Fondo se constituirá con los recursos señalados en el numeral 2 del artículo 1º, y aportará sus recursos a fundaciones o corporaciones seleccionados de entre aquellas incorporados al registro al que se refiere el artículo 5º, para financiar proyectos o programas de apoyo a personas de escasos recursos o discapacitadas, en base a las determinaciones que adopte el Consejo al que se refiere el artículo 4º.


Sin perjuicio de lo anterior, de los recursos del Fondo, hasta un 5% de ellos, podrá ser destinado a proyectos de desarrollo institucional de las organizaciones incorporadas al registro, tales como la capacitación de sus voluntarios, el mejoramiento de sus procesos de captación y administración de recursos, y el perfeccionamiento de sus sistemas de gestión y de rendición de cuenta.


Podrán también formar parte del Fondo recursos provenientes de otras fuentes diversas a las donaciones señaladas en el artículo 1°, sin que estos generen derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.


Artículo 4°.- El Fondo será administrado por un Consejo, que estará integrado por el Ministro de Planificación y Cooperación o su representante, quien lo presidirá; el Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad o su representante; el Subsecretario General de Gobierno o su representante; el Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio o su representante y tres personalidades destacadas en materias de atención a personas de escasos recursos o discapacitados, elegidas por las corporaciones o fundaciones incorporadas al registro a que se refiere el artículo 5°, a través del mecanismo que determine el reglamento. Estos últimos se renovarán cada dos años, y en la elección de los representantes de las corporaciones o fundaciones, deberá designarse, además, por lo menos a tres suplentes. 


El quórum de asistencia y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de los miembros del Consejo. Sin perjuicio de lo anterior, los miembros del Consejo deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto, en cuyo caso serán reemplazados por el o los suplentes que procedan. 


En caso de empate en las votaciones que efectúe el Consejo, su Presidente o su representante, en su caso, tendrá voto dirimente. 


Los miembros del Consejo no recibirán remuneración o dieta de ninguna especie por su participación en el mismo.


Las funciones del Consejo serán las siguientes:

1.
Calificar a las entidades que podrán recibir recursos establecidos en este título, y aprobar su incorporación y eliminación del registro al que se refiere el artículo 5º, en adelante “el registro”, por las causales establecidas en esta ley y el reglamento.

2.
Aprobar los criterios y requisitos para la postulación de proyectos o programas a ser financiados por las donaciones por parte de las instituciones incorporadas al registro, los cuales serán propuestos por el Ministerio de Planificación y Cooperación.

3.
Calificar los proyectos o programas a los cuales podrán aplicarse los recursos establecidos en este título, y aprobar su incorporación al registro. 

4.
Fijar anualmente criterios y prioridades para la adjudicación de los recursos del Fondo entre proyectos y programas incorporados al registro.

5.
Adjudicar los recursos del Fondo a proyectos o programas incorporados al registro, y

6.
Realizar las demás funciones que determinen esta ley y su reglamento.


El Ministerio de Planificación y Cooperación proporcionará los elementos necesarios para el funcionamiento del Consejo, incluyendo la labor de precalificación técnica de las instituciones y proyectos o programas que postulen al registro, y la elaboración y mantención de este, a cuyo efecto los gastos que se originen se incluirán dentro del presupuesto de cada año de esta Secretaría de Estado. 


Artículo 5°.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Planificación y Cooperación deberá elaborar y mantener un registro de las instituciones calificadas por el Consejo como potenciales donatarias y de los proyectos o programas de éstas que hayan sido autorizados para ser financiados con los recursos a que se refiere este título.


Las organizaciones interesadas en incorporarse al registro deberán acreditar, en la forma que determine el reglamento, encontrarse en funcionamiento y que han dado cumplimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente, al menos durante los dos años inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud. Asimismo, deberán cumplir los demás requisitos generales y específicos establecidos en esta ley y su reglamento.


Sin perjuicio de los demás requisitos que para este efecto determine el reglamento y defina el Consejo, para ser incorporados al registro, los proyectos y programas de las instituciones elegibles deberán definir claramente sus objetivos, beneficiarios, medios y resultados esperados. La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá superar un período de tres años. 


Los resultados de la evaluación de las instituciones y sus proyectos o programas, la adjudicación de los recursos del fondo, el registro de instituciones elegibles para recibir aportes de las donaciones, junto con el listado de los proyectos y programas elegibles, tendrá un carácter público y será informado por medios electrónicos. Las instituciones incorporadas al registro podrán permanecer en el mientras se cumplan las condiciones generales y específicas que permitieron su ingreso y se compruebe que los fondos donados se destinaron a los fines pertinentes. Las instituciones donatarias que sean sancionadas de acuerdo a las disposiciones contenidas en el artículo 11°, serán suprimidas del registro.


Sin perjuicio de lo anterior, se aplicarán a estas instituciones, en lo que sea pertinente, lo dispuesto en la Ley N° 19.862, que establece registros de personas jurídicas receptoras de fondos públicos. 


Artículo 6°.- Un reglamento del Ministerio de Planificación y Cooperación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, definirá los contenidos necesarios para la aplicación de este sistema de donaciones, los criterios específicos que deberán cumplir las instituciones para acceder al registro, los criterios específicos que se utilizarán para definir la condición de escasos recursos y discapacidad de sus beneficiarios, el sistema de incorporación de proyectos y programas al registro, los procedimientos para el desarrollo y resolución de concursos para el Fondo, los requisitos de información que deberán cumplir los donatarios respecto del uso de los recursos y del desarrollo de sus proyectos y programas, los mecanismos de recepción, análisis y resolución de reparos u observaciones respecto de la veracidad de la información proporcionada por las organizaciones, y, en general, demás normas pertinentes para la aplicación de los beneficios y otras disposiciones necesarias para el desarrollo del sistema contenido en este cuerpo legal.


Artículo 7°.- Tanto el registro como las resoluciones del Consejo deberán encontrarse a disposición de la Contraloría General de la República, para el efecto de que esta conozca la asignación y rendición de cuenta de estos recursos.

TÍTULO II

De los beneficios tributarios a las donaciones destinadas 

a entidades de carácter político

Artículo 8°.- Los contribuyentes a que se refiere el artículo 1º, que efectúen donaciones en dinero a los partidos políticos inscritos en el Servicio Electoral, o a los Institutos de Formación Política que se definen en la presente ley, podrán deducir estas de la renta líquida imponible, una vez efectuados los ajustes previstos en los artículos 32° y 33° de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la forma y cumpliendo los requisitos que a continuación se establecen:

1.
La donación deducible no podrá superar el equivalente al 1% de la renta líquida imponible correspondiente al ejercicio en el cual se efectúe la donación.

2.
El máximo señalado, se determinará deduciendo de la renta líquida previamente las donaciones a que se refiere este artículo.

3.
Estas donaciones se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del impuesto a las herencias y donaciones establecido en la Ley N° 16.271.

4.
Las empresas donantes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, el monto de las donaciones y la identidad del donatario en la forma y plazos que dicho Servicio determine. La información que se proporcione en cumplimiento de lo prescrito en este número, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35° del Código Tributario. Para hacer uso del beneficio que establece este artículo los donatarios deberán otorgar un certificado a la entidad donante, el cual deberá ser emitido cumpliendo las formalidades y requisitos que establezca el Servicio de Impuestos Internos.

5.
En el caso de donaciones que se efectúen por intermedio del Servicio Electoral, éste deberá emitir el certificado a que se refiere el número anterior y deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, cuando éste lo requiera, la identidad del donante y del donatario y el monto de la donación en la forma y plazo que dicho Servicio determine. Dicha información se amparará en el secreto establecido en el artículo 35° del Código Tributario.


Igual beneficio y en los mismos términos precedentes tendrán las donaciones que se efectúen directamente a candidatos a ocupar cargos de elección popular que se encuentren debidamente inscritos y siempre que las donaciones se efectúen en el período que corre desde la inscripción del candidato y cinco días antes de la elección respectiva. Con todo, las donaciones a que se refiere este inciso no podrán exceder, en conjunto con las señaladas en el inciso primero, del límite establecido en este artículo.


Artículo 9°.- Para los efectos del artículo anterior se entenderá que son Institutos de Formación Política aquellas entidades con personalidad jurídica propia y que sean señaladas por los partidos políticos como instituciones formadoras.


Estas Instituciones deberán inscribirse en un registro que al efecto llevará el Servicio Electoral y no podrán corresponder a más de una por cada Partido Político inscrito en el Servicio Electoral. 


Para controlar el correcto uso del beneficio tributario que se establece en el artículo precedente, el Servicio de Impuestos Internos podrá requerir del Servicio Electoral, y este entregar, la información relativa a la formación de dichos Institutos. Dicha información quedará amparada por el secreto que establece el artículo 35° del Código Tributario.

TÍTULO III

Disposiciones Generales

Artículo 10.- El conjunto de las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta contenida en el artículo primero del Decreto Ley N° 824, de 1974, sea para los fines que señalan los artículos 2° de esta ley o para los establecidos en el artículo 69° de la ley N° 18.681; artículo 8° de la ley N° 18.985; 
artículo 3° de la ley N° 19.247; ley N° 19.712; artículo 46° del decreto ley N° 3.063, de 1979; decreto ley N° 45, de 1973; artículo 46° de la ley N° 18.899, y en el N° 7 del artículo 31° de la ley de la Renta, así como para los que se establezcan en otras normas legales que se dicten para otorgar beneficios tributarios a donaciones, tendrán como límite global absoluto el equivalente al 4,5% de la renta líquida imponible. Dicho límite se aplicará ya sea que el beneficio tributario consista en un crédito contra el impuesto de primera categoría o bien en la posibilidad de deducir como gasto la donación. Sin embargo, en este límite no se incluirá aquel a que se refiere el artículo 8°. Para la determinación de este límite se deducirán de la renta líquida imponible las donaciones a las entidades señaladas en el artículo 2°. 


Para las donaciones reguladas en esta ley, no se aplicarán los límites que establezcan otras leyes que otorguen algún tipo de beneficio tributario a los donantes. Esta disposición primará sobre las contenidas en las leyes señaladas en este artículo.


Artículo 11.- Las instituciones que reciban donaciones acogidas a la presente ley o a otras que otorguen un beneficio tributario al donante, no podrán realizar ninguna contraprestación, tales como el otorgamiento de becas de estudio, cursos de capacitación, asesorías técnicas, etc., directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales, o exigiendo menores requisitos que los que exigen en general, a favor del donante, ni de sus empleados, directores, o parientes consanguíneos de éstos, hasta el segundo grado, en el año inmediatamente anterior a aquél en que se efectúe la donación ni con posterioridad a ésta, en tanto la donación no se hubiere utilizado íntegramente por la institución donataria. 


El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar, con los recargos y sanciones pecuniarias que correspondan de acuerdo al Código Tributario. Para este efecto se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.


Artículo 12.- Agrégase el siguiente N° 24 al artículo 97° del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:


“24°.- Los contribuyentes de los impuestos establecidos en la Ley sobre Impuestos a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, que dolosamente y en forma reiterada, reciban de las instituciones a las cuales efectúen donaciones, contraprestaciones directas o indirectas o en beneficio de sus empleados, directores o parientes consanguíneos de éstos, hasta el segundo grado, en el año inmediatamente anterior a aquel en que se efectúe la donación o con posterioridad a ésta, en tanto la donación no se hubiere utilizado íntegramente por la donataria, o simulen una donación, en ambos casos, de aquellas que otorgan algún tipo de beneficio tributario que implique en definitiva un menor pago de algunos de los impuestos referidos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo. Para estos efectos se entenderá que existe reiteración cuando se realicen dos o más conductas de las que sanciona este inciso, en un mismo ejercicio comercial anual.


El que dolosamente destine o utilice, donaciones, de aquellas que las leyes permiten rebajar de la base imponible afecta a los impuestos de la Ley de la Renta o que otorgan crédito en contra de dichos impuestos, a fines distintos de los que corresponden a la entidad donataria de acuerdo a sus estatutos, con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.”.


Artículo 13.- Los contribuyentes señalados en los artículos 3° y 8°, que efectúen donaciones de aquellas que las leyes permiten rebajar de la base imponible del impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta, o bien usar como crédito en contra de dichos impuestos, no podrán utilizar dichos beneficios, cuando, dentro de los dos años anteriores a la donación, hubieren realizado transacciones, operaciones o cualquier otro acto con la entidad donataria, que significaren la cesión del uso o de la tenencia, a título oneroso, del o los bienes donados, o cuando la donación sea de un valor tal que cubra en mas de un 30% el monto del impuesto a la renta que habría afectado a las rentas generadas en dichas transacciones de no mediar tal donación, o bien cuando las transacciones se efectúen en condiciones de precio o financiamiento distintas a las normales del mercado.


Artículo 14.- Las instituciones que reciban donaciones de aquellas, que de acuerdo a la ley, otorgan beneficios tributarios al donante, no podrán, a su vez, efectuar donaciones a las instituciones y personas a que se refiere el título II.


Artículo 15.- Lo dispuesto en los artículos 11 y 13 de esta ley, regirá respecto de las contraprestaciones, transacciones, operaciones y donaciones que se efectúen a contar de la fecha de publicación de la presente ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1° transitorio.- Para la constitución del primer Consejo, el Presidente de la República someterá a consideración del Senado de la República los nombres de las tres personalidades destacadas en materias de atención a personas de escasos recursos o discapacitados, a que se refiere el artículo 4°. Estas personas durarán en su cargo un año a contar de su designación, luego de lo cual deberá procederse a la aplicación de las normas permanentes contempladas en esta ley para la constitución del Consejo. 


Artículo 2° transitorio.- Durante el año 2003, el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley al Ministerio de Planificación y Cooperación se financiará con reasignaciones de su presupuesto y, en lo que faltaré, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, Provisión para Financiamientos Comprometidos de la partida Tesoro Público de la ley de presupuestos del sector público para dicho año.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; NICOLÁS 
EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; ANDRÉS PALMA IRARRAZAVAL, 
Ministro de Planificación y Coordinación; FRANCISCO VIDAL SALINAS, Ministro 
Secretario General de Gobierno”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE NORMA EL BUEN USO DE DONACIONES 

DE PERSONAS JURÍDICAS QUE DAN ORIGEN A BENEFICIOS TRIBUTARIOS 

Y LOS EXTIENDEN A OTROS FINES SOCIALES Y PÚBLICOS

Mensaje Nº 571-348

Este proyecto de ley norma el buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan origen a beneficios tributarios, extiende los beneficios tributarios existentes a donaciones para fines sociales que se realicen a entidades que favorezcan de manera directa y comprobable a personas de escasos recursos y discapacitadas, y extiende beneficios tributarios menores a los anteriores para algunas donaciones de entidades jurídicas destinadas al financiamiento de la actividad política, homologando el trato de estas últimas con las que estas entidades realizan a otros fines públicos no sociales (donaciones a entidades del estado). En el proyecto se crea, además, un fondo destinado a evitar la excesiva concentración de los recursos donados a instituciones que favorecen a personas de escasos recursos y discapacitados en unas pocas instituciones donatarias, el cual se conformará con el 33% del monto de estas donaciones.


En lo que se refiere a las donaciones de tipo social, se permite a las empresas donantes deducir como crédito tributario un 50% de los recursos donados a proyectos y programas calificados de entidades que entregan servicios a personas de escasos recursos y discapacitadas, y se permite rebajar de la renta líquida imponible el 50% restante. En el caso de las donaciones de las empresas a la actividad política, el beneficio tributario aplicable corresponde a la posibilidad de deducir el monto de la donación de la renta líquida imponible para efectos tributarios.


Para armonizar el sistema de donaciones de las empresas a diversas causas de interés social afectas a beneficios tributarios, el proyecto establece que el conjunto de las donaciones afectas a estos beneficios, incluyendo los que se legislan en este proyecto y aquellos incorporados en otras leyes sectoriales (donaciones a universidades e institutos profesionales; donaciones con fines culturales; donaciones con fines educacionales; y donaciones con fines deportivos) tendrán un límite máximo equivalente a un 4,5% de la renta líquida imponible por contribuyente de primera categoría, y suprime todos los límites específicos establecidos en las leyes respectivas para estas donaciones. En lo que se refiere a las donaciones destinadas a fines públicos no sociales que se legislan, el proyecto permite a las empresas rebajas de la renta líquida imponible las donaciones a partidos y campañas políticas durante el mismo ejercicio en que se producen, hasta por un monto equivalente a un 1% de la renta líquida imponible de cada contribuyente de primera categoría.


Los recursos fiscales involucrados en este proyecto de ley corresponden a la menor generación de ingresos tributarios (entendidos como gasto tributario) que trae aparejada la extensión de estos beneficios a nuevos fines y entidades donatarias, y la eliminación de los límites asociados a las donaciones sectoriales actuales. Dados los dos nuevos límites que se legislan, el marco potencial de gasto tributario asociado a estas modificaciones alcanza a 190.404 millones de pesos anuales en lo que respecta a donaciones para fines sociales, y a 17.630 millones de pesos anuales por las donaciones destinadas al financiamiento de la actividad política, todo en pesos del año 2003. Esto supone, en conjunto, un costo fiscal potencial total anual de 208.034 millones de pesos de 2003.


Considerando que el menor ingreso fiscal (gasto tributario) generado durante el año tributario 2002 por efecto del conjunto de beneficios a las donaciones sociales existentes alcanzó al equivalente de 36.217 millones de pesos de 2003, el marco establecido por el límite que se legisla deja espacio para una expansión del gasto tributario anual de más de cinco veces con respecto a la situación actual. Esto es, bajo el nuevo límite global el gasto tributario anual asociado a los beneficios tributarios para donaciones con fines sociales en su conjunto podría expandirse en 154.276 millones de pesos. Esto significa que el nivel de donaciones para fines sociales potencialmente afectas a estos beneficios tributarios tiene también un espacio para expandirse en más de cinco veces con respecto de su nivel actual, alcanzando bajo el nuevo límite, un monto total equivalente a 317.339 millones de pesos anuales. Dado que en este proyecto se eliminan los límites específicos existentes en los regímenes sectoriales vigentes, esta expansión podría darse tanto en el nuevo sistema que se legisla, como bajo cualquiera de estos regímenes sectoriales, o en cualquier combinación de los anteriores.


La eliminación de los límites en cada uno de los regímenes sectoriales y la ampliación del rango de potenciales donatarios a instituciones que proveen servicios a personas de escasos recursos y discapacitados redundará, sin duda, en una expansión de la utilización de los beneficios tributarios para donaciones sociales en su conjunto. En efecto, en la medida en que los contribuyentes que actualmente realizan donaciones dentro de los regímenes existentes vean ampliados los límites de sus donaciones afectas a beneficios tributarios, tenderán a expandir sus donaciones a las causas que tradicionalmente han apoyado, y la ampliación de los beneficios hacia donaciones realizadas a causas tan meritorias como el apoyo a las personas de escasos recursos y discapacitados, motivara a contribuyentes que hasta hoy no se han acogido a beneficios a las donaciones a realizar donaciones a las nuevas causas afectas a estos beneficios.


Suponiendo, conservadoramente, que la combinación de estos dos factores lleva las donaciones para causas sociales en su conjunto a alcanzar una tercera parte del marco potencial establecido en este proyecto, las donaciones anuales afectas a beneficios tributarios para fines sociales en su conjunto alcanzará a 105.780 millones de pesos, un incremento de un 92% con respecto a su nivel actual, lo que redundaría en un gasto tributaria anual adicional estimado de 29.985 millones de pesos. Si estas donaciones, en cambio, alcanzan a un 50% del marco potencial anual, llegando a 158.670 millones de pesos de 2003, ello implicará un gasto tributario anual adicional de 63.041 millones de pesos de 2003 por concepto de beneficios tributarios a las donaciones sociales. Utilizando los mismos supuestos respecto a la intensidad de uso de los beneficios tributarios para las donaciones destinadas a financiar la actividad política, el costo fiscal asociado a estos beneficios fluctuaría entre 5.877 millones de pesos (una tercera parte de uso con respecto al potencial) y 8.815 millones de pesos (50% de uso con respecto del potencial) por año.


Así, dependiendo de la intensidad de uso que alcancen los beneficios tributarios a los cuales se les levantan los límites específicos y la utilización de los nuevos beneficios tributarios que se legislan, el mayor costo fiscal total adicional producto de las modificaciones a los beneficios tributarios para las donaciones que se legislan en este proyecto puede fluctuar en un rango de entre 35.862 millones de pesos y 71.856 millones de pesos anuales, todo esto en pesos de 2003.


(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos (S)”.

2.
Oficio del Senado.

“Nº 22.155.


Valparaíso, 7 de mayo de 2003.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto, de esa honorable Cámara, que modifica la ley Nº 18.314, sobre conductas terroristas, en conformidad a lo dispuesto por el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, correspondiente al boletín Nº 3.123-07, con la siguiente 
modificación:

Artículo único


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo único.- Agrégase en la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, como artículo 8º, nuevo, el siguiente:


“Artículo 8º.- El que por cualquier medio, directa o indirectamente, recaude o provea fondos con la finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el artículo 2º, serán castigados con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual sólo se le sancionará por este último título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal.”.”.

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto fue aprobado en general y en particular, en el carácter de quórum calificado, con el voto afirmativo de 27 señores senadores de un total de 48 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4151, de 11 de marzo de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

3.
Oficio del Senado.


“Nº 22.160


Valparaíso, 8 de Mayo de 2.003.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley que Crea el Consejo Nacional de la Cultura y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural, correspondiente al Boletín Nº 2.286-04, con las siguientes modificaciones:

TÍTULO I


Ha reemplazado su epígrafe por el siguiente:

“DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES”.

Párrafo 1º

Ha sustituido, en su epígrafe, el vocablo “Órganos” por “Órganos”. 

Artículo 1º


Ha reemplazado la frase “Consejo Nacional de Cultura”, por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Artículo 2º


Ha sustituido su inciso primero, por los siguientes:


“Artículo 2º.- El Consejo tiene por objeto apoyar el desarrollo de las artes y la difusión de la cultura, contribuir a conservar, incrementar y poner al alcance de las personas el patrimonio cultural de la Nación y promover la participación de éstas en la vida cultural del país.


En el cumplimiento de sus funciones y en el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo deberá observar como principio básico la búsqueda de un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones, provincias y comunas del país. En especial, velará por la aplicación de dicho principio en lo referente a la distribución de los recursos públicos destinados a la cultura.”. 

Artículo 3º

Nº 1)


Ha Intercalado, entre la palabra “Nación” y el punto y coma (;) que le sigue, la siguiente frase: “y de promover la participación de las personas en la vida cultural del país”. 

Nº 11)


Ha sustituido la frase “la Dirección de Asuntos Culturales del” por la palabra “el”. 

Nº 12)


Ha reemplazado el punto y coma (;) por un punto aparte (.), y ha agregado el siguiente párrafo, nuevo:


“Para la operación del sistema nacional y regional de información cultural a que hace referencia este numeral, el Consejo podrá crear un banco de datos personales de aquellos señalados en la ley Nº 19.628;”. 

Nº 13)


Ha reemplazado la expresión “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo 
Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

Nº 15)


Ha intercalado la palabra “los” entre la expresión “acciones,” y la voz “acuerdos”, y ha sustituido la conjunción “y” y la coma que le precede (,) por un punto y coma (;). 
Nº 16)


Ha reemplazado el punto final (.), por la conjunción “y”, precedida de una coma (,). 
-o-


Ha incorporado como numeral 17, nuevo, el siguiente:


“17) Coordinar a los organismos a que se refiere el artículo 36.”. 
-o-


Artículo 5º


Ha suprimido su número 3). 

Nº 4)


Ha pasado a ser número 3).


En el segundo párrafo de este numeral, ha reemplazado la palabra “dichas” por “tales”. 

Nº 5)


Ha pasado a ser número 4), sin enmiendas.

Nº 6)


Ha pasado a ser número 5), sustituido por el siguiente:


“5) Dos académicos del área de la creación artística, del patrimonio o de la gestión cultural, designados uno por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y otro por los Rectores de las universidades privadas autónomas. Un reglamento señalará el procedimiento para efectuar dichas designaciones, y”. 
Nº 7)


Ha pasado a ser número 6), sin enmiendas.


En su inciso final, ha reemplazado la referencia a los numerales “4, 5, 6 y 7” por otra a los numerales “3, 4, 5 y 6”.

Artículo 6º

Inciso primero

Nº 2)

Lo ha reemplazado por el siguiente:


“2) Aprobar la estructura interna del Consejo y sus modificaciones, en ejercicio de la facultad de organizar el servicio dispuesta en el inciso segundo del artículo 31 de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000.


La estructura interna que apruebe el Directorio contemplará Divisiones y otras unidades de trabajo interno, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de la referida ley orgánica constitucional;”. 

Nº 3)


Ha sustituido su párrafo segundo, por el siguiente:


“La memoria anual del Consejo será pública. El Directorio publicará un resumen de su contenido y un balance consolidado en un medio escrito de circulación nacional, sin perjuicio de otras medidas que considere necesarias para darles suficiente difusión en todo el país.”. 


Ha reemplazado, en su párrafo tercero, la palabra “Consejo”, la segunda vez que aparece, por “mismo”. 
Nº 5)


Ha reemplazado la expresión “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

Nº 6)


En su párrafo primero ha sustituido la palabra “especialistas”, por “Especialistas”, y la expresión “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.


En su párrafo segundo ha reemplazado el guarismo “40%” por “50%”. 

Artículo 8º


Ha reemplazado su inciso segundo, por el siguiente:


“En caso de ausencia del Presidente, será subrogado por el Subdirector Nacional o por el funcionario que corresponda según la estructura orgánica del Consejo.”.

Artículo 9º

Nº 6)


Ha sustituido la palabra “pudiendo” por “debiendo”. 

Artículo 10


En su inciso primero, ha intercalado el artículo “las” entre la conjunción “y” y la palabra “políticas”. 

Artículo 11

Nº 2)


Ha reemplazado las expresiones “y toda” por “y de toda”, y “a consideración” por “a la consideración”, respectivamente.

Artículo 12


En su inciso tercero, ha reemplazado el guarismo “14”, por “15”. 


Ha sustituido su inciso cuarto por el siguiente:


“Siete de dichas personas provendrán de la creación artística, concretamente de cada uno de los ámbitos de las artes musicales, artes visuales, artes audiovisuales, teatro, danza, literatura y artes populares; dos provendrán del ámbito del patrimonio cultural; dos representarán las culturas indígenas, y cuatro provendrán de las universidades, las industrias culturales, la gestión de corporaciones y fundaciones de derecho privado y la empresa privada.”. 


En su inciso quinto, ha intercalado, entre la palabra “reglamento” y el punto final (.) que le sigue, la siguiente frase: “, y durarán dos años en sus funciones, no pudiendo ser designados para un nuevo período consecutivo”. 

En su inciso final, ha sustituido la palabra inicial “De” por “En”, y ha reemplazado el guarismo “34” por “36”.


Artículo 13


Ha reemplazado la expresión “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

Párrafo 5º


En su epígrafe, ha reemplazado la expresión “de Cultura.” por “de la Cultura y las Artes”.

Artículo 16


En su inciso primero, ha sustituido las palabras “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, y la expresión “Consejos Regionales de Cultura” por “Consejos Regionales de la Cultura y las Artes”. 
Artículo 17


En su encabezamiento, ha reemplazado la frase “de Cultura” por “de la Cultura y las Artes”. 

Nº 1)


Lo ha sustituido por el siguiente:


“1) El Director Regional, que será nombrado por el Presidente del Consejo, de una terna que le propondrá el Intendente respectivo, y a quien corresponderá presidir el Consejo Regional;”. 

Nº 4)


Ha eliminado su expresión “por el Intendente, propuestas”.

Artículo 18

Nº 1)


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“1) Cumplir las funciones del Consejo Nacional en el ámbito regional y coordinar, en dicho ámbito, las políticas nacionales sobre el desarrollo de la cultura y las artes;”. 

Nº 2)


Ha sustituido la palabra “hubieren” por “hubieran”. 

Nº 6)


Ha reemplazado la expresión “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo 
Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

Nº 7)


Ha consultado el artículo “el” entre la conjunción “y” y la palabra “desarrollo”. 
Nº 10)


Ha intercalado el artículo “las” entre la conjunción “y” y el vocablo “actividades”. 

Nº 11)


Ha reemplazado la voz “publicas” por “públicas”. 

Artículo 21


Ha sustituido su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 21.- En cada Región habrá un Comité Consultivo Regional ad honorem, integrado por siete personas de reconocida trayectoria en el ámbito cultural de la zona. El Comité elegirá su presidente y a sus reuniones concurrirá también el Director Regional.”. 


Ha reemplazado su inciso segundo, por el que sigue:


“Los integrantes de ese Comité serán designados por el Consejo Regional respectivo, a propuesta de las correspondientes organizaciones o instituciones culturales que posean personalidad jurídica vigente y domicilio en la Región correspondiente, en conformidad a la ley, en la forma que determine el reglamento y durarán dos años en sus funciones.”. 

Artículo 22

Nº 1)

Ha intercalado el vocablo “al”, entre la conjunción “y” y la palabra “plan”. 
-o-


Ha incorporado como artículo 24, nuevo, el siguiente:


“Artículo 24.- El Consejo Nacional podrá nombrar Coordinadores Provinciales de Cultura, con el objeto que contribuyan en la preparación y ejecución de proyectos culturales en el ámbito territorial de que se trate y de acuerdo con las disponibilidades presupuestarias que se cuente.


En tales casos el Consejo Regional podrá constituir un Comité Consultivo Provincial, ad honorem.”. 

-o-

Párrafo 6º


Ha suprimido el punto final (.) de su epígrafe.

Artículo 24


Ha pasado a ser artículo 25.

Nº 2)


Ha sustituido la frase “ley de presupuesto general” por “Ley de Presupuestos”. 
Artículo 25


Ha pasado a ser artículo 26.


En su inciso segundo, ha reemplazado las palabras “a que se asigne” por “que se asigne a”.


Artículo 26


Ha pasado a ser artículo 27.


En su inciso primero, ha incorporado una coma (,) después de la palabra “Distinción”, y ha iniciado con mayúscula la palabra “lista”. 

TÍTULO II

Párrafo 1º

En su epígrafe, ha eliminado el punto final (.) y ha agregado después de la palabra “Cultural” la expresión “y las Artes”.

Artículo 27


Ha pasado a ser artículo 28.


En su inciso primero, ha sustituido las frases “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes” y “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, respectivamente. 

Artículo 28


Ha pasado a ser artículo 29.


En su encabezamiento, ha sustituido la frase “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

Nº 1)


Ha reemplazado la frase “ley de presupuesto general” por “Ley de Presupuestos”. 

Artículo 29


Ha pasado a ser artículo 30.

Nº 2)


Ha suprimido la frase “presentados por personas naturales y jurídicas, sean éstas de derecho privado o de derecho público,”. 

Nº 3)


Ha eliminado la frase “presentados por personas naturales y jurídicas, sean éstas de derecho privado o de derecho público,”. 

Nº 4)


Ha reemplazado su párrafo primero, por el siguiente:


“4) Desarrollo de las Culturas Indígenas.”.


Ha sustituido su párrafo segundo por el siguiente:


“Destinada a financiar proyectos de investigación, rescate, preservación y difusión de las distintas culturas indígenas del país.”.


En su párrafo tercero, ha reemplazado su oración final por la siguiente: “La reglamentación de dichos concursos será establecida por el Directorio, oyendo previamente a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.”. 

Nº 5)


Ha sustituido la frase “infraestructura cultural” por “Infraestructura Cultural”. 

Nº 6)


Ha reemplazado su encabezado por el siguiente: 


“6) Becas y Pasantías.”. 


En su segundo párrafo, ha sustituido la frase “cultura artística”, por “formación artística”. 

-o-


Ha incorporado como inciso final, nuevo, el siguiente:


“En los proyectos financiados por el Fondo, salvo los relativos a becas y pasantías reservados a personas naturales, podrán participar personas naturales y jurídicas, de derecho público o privado.”. 

-o-

Artículo 30


Ha pasado a ser artículo 31.


En su inciso primero, ha intercalado la expresión “y el Presidente del Consejo”, entre las palabras “Ministro de Hacienda” y la coma (,) que le sigue, ha sustituido la frase “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”, y ha reemplazado la frase “comités de especialistas” por “Comités de Especialistas”. 
-o-


Ha intercalado como artículo 32, nuevo, el siguiente:


“Artículo 32.- El Consejo deberá publicar en un medio escrito de circulación nacional y en otro de circulación regional, respectivamente, la nómina de los beneficiarios del Fondo, con indicación de los montos asignados y tipos de proyectos.”. 

-o-

Artículo 31


Ha pasado a ser artículo 33, con la siguiente redacción:


“Artículo 33.- Los criterios de evaluación de los proyectos que establezca el reglamento deberán incluir, a lo menos, la calidad de la propuesta, el impacto y proyección artístico y cultural del proyecto, y los aportes privados, cuando corresponda.


Las bases de cada concurso determinarán los ponderadores de evaluación de cada uno de los criterios.”. 

Artículo 32


Ha pasado a ser artículo 34.


En su inciso primero, ha intercalado la frase “tanto a nivel regional como nacional”, entre las palabras “propongan” y “deberá”. 


En su inciso segundo, ha incorporado la palabra “su” después de la conjunción “y”.


Artículo 33


Ha pasado a ser artículo 35.


En su inciso primero, ha sustituido las frases “ley de presupuestos” por “Ley de Presupuestos” y “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural” por “Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”, respectivamente.


Ha reemplazado su inciso segundo, por el siguiente:


“En dicha ley se efectuará, anualmente, la distribución de los recursos del Fondo, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las Regiones.”. 

TÍTULO III


En su epígrafe, ha eliminado el punto final (.). 

Artículo 34


Ha pasado a ser artículo 36.


Ha sustituido su encabezado por el siguiente:


“Artículo 36.- Los siguientes organismos serán coordinados por el Consejo en lo concerniente a sus políticas, planes, programas y acciones:”. 
Nº 1)


Ha reemplazado el punto y coma final (;) por la expresión “, y”.

Nº 2)


Ha sustituido la expresión final “, y” por un punto (.).

Nº 3)


Lo ha suprimido.

Artículo 35


Ha pasado a ser artículo 37.


En la letra t) que propone, ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Artículo 36


Ha pasado a ser artículo 38.

Nº 1)


Ha reemplazado la palabra “expresión” por “frase”; ha intercalado una coma (,), después de la comillas (”) que siguen al vocablo “Educación” y ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” y el punto y coma (;) final por un punto (.). 

Nº 2)


Ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura”, por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Nº 3)

letra a)


En la letra a) que se propone por este numeral, ha reemplazado la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

letra b)


En la letra c) que se propone agregar, ha iniciado con mayúscula la palabra “un”. 

letra c)


Ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Nº 4)


Ha reemplazado la expresión “al letra c)” por “la letra c)”; ha intercalado una coma (,), después de la comillas (”) que siguen al vocablo “Educación”, y ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura”, por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Artículo 37


Ha pasado a ser artículo 39, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 39.- Sustitúyese, en el número 3) del artículo 1º contenido en el artículo 8º, de la ley Nº 18.985, la frase "Ministro de Educación Pública", por "Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes".”. 

Artículo 38


Ha pasado a ser artículo 40.


En su encabezamiento, ha reemplazado la frase “artículo 2º del decreto ley Nº 679, de 1974” por “artículo 4º de la ley Nº 19.846”. 


En la letra h) que se propone, ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Artículo 39


Ha pasado a ser artículo 41.


En su inciso primero ha reemplazado las frases “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, y “de grupos” por “de los grupos”, respectivamente, y ha consultado la frase “señalados en el inciso tercero,” después del vocablo “estables”. 


En su inciso segundo, ha sustituido la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 


En su inciso tercero, ha reemplazado el vocablo “establecieren” por “establecieran”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


En su inciso primero, ha sustituido el guarismo “34”, por “36”. 


Artículo segundo


En su inciso primero, ha reemplazado la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, y ha sustituido el guarismo “39”, por “41”. 

Artículo tercero


Lo ha suprimido.

Artículo cuarto


Ha pasado a ser artículo tercero.


Ha reemplazado la frase “Consejo Nacional de Cultura” por “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”. 

Artículo quinto


Ha pasado a ser artículo cuarto.


En su inciso primero, ha sustituido el guarismo “39”, por “41”, y ha suprimido la frase “y que realicen labores que correspondan a las habituales y propias del Consejo,”.


En su inciso tercero, ha intercalado la preposición “a”, entre la palabra “conforme” y el artículo “la”. 

Artículo sexto


Lo ha rechazado. 

-o-


Hago presente a Vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado en general con el voto afirmativo de 41 señores Senadores de un total de 48 en ejercicio y que, en particular, en el carácter de ley orgánica constitucional, los artículos que se indican fueron aprobados con la siguiente votación: artículo 1º por 36 votos; 2º por 29 votos; 3º por 29 votos, excepto sus números 12), que lo fue por 31 votos, y 17) que lo fue por 32; 4º por 31 votos; 5º por 35 votos, excepto su número 2) que lo fue por 32 votos; 6º, 8º, 10, 11, 12, 13 y 16 por 39 votos; 17, 18, 19, 21 y 22, por 32 votos; 24 por 28 votos, 36, 37 y 38 por 32 votos; 39, 40 y 41 por 31 votos; primero transitorio por 32 votos y segundo transitorio por 31 votos, en todos los casos de un total de 48 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3898, de 13 de Agosto de 2.002.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”


4.
Moción de los diputados señores Leal, Saffirio, Longton y de las diputadas señoras Muñoz, doña Adriana y Vidal, doña Ximena.


Modifica el Código Procesal Penal y el Código de Procedimiento Penal con la finalidad de regular la incautación de publicaciones y el retiro de su circulación. (boletín 3236-07)


“Vistos:


Lo dispuesto en los artículos 60 y 62 de la Constitución Política de la República, lo previsto por la ley Nº 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y el Reglamento de la honorable Cámara de Diputados.


Considerando:

1º
Que la libre circulación de las ideas y el derecho a la información son garantías esenciales de un orden social y político justo, transparente y respetuoso de los derechos de las personas.

2º
Que nuestro ordenamiento jurídico interno, como las obligaciones internacionales contraídas voluntariamente por nuestro país, obligan a generar una normativa que promueva la libertad de emitir opinión, la plena libertad de expresión y el derecho de los habitantes de la República a ser informados.


En efecto, el artículo 19 Nº 12 de nuestra Carta Fundamental asegura a todas las personas: “La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado”.


A lo anterior hay que sumar los derechos establecidos en el Artículo 5º de la Constitución, como son los derechos contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos, dentro de los cuales es menester destacar lo preceptuado en el Artículo 13.1 que señala que “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección”. El ejercicio de este derecho, no puede estar sujeto a previa censura, sino a responsabilidades ulteriores las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarios para asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás y la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.


Esto hace decir al destacado constitucionalista Humberto Noguera (“El Derecho a la Información en el ámbito del derecho constitucional chileno y comparado en Iberoamérica y Estados Unidos Revista Ius et Praxis, Universidad de Talca, Nº 1 Año 2000) que “integrando las disposiciones constitucionales armónicamente con el Artículo 13 antes citado, puede sostenerse que la libertad de expresión que comprende los conceptos de libertad de opinión e información, consiste en el derecho de toda persona a emitir juicios valorativos, ideas y concepciones, como asimismo, buscar, investigar, recibir y difundir el conocimiento de hechos, datos o situaciones determinadas de relevancia pública de cualquier forma y por cualquier medio”.

3º
Que recientemente la opinión pública nacional ha recibido, con sorpresa y en algunos casos con honda preocupación, la decisión de aplicar la normativa procesal penal vigente, con la finalidad de sacar, una vez más, de circulación pública un libro de investigación periodística, por considerar la protagonista de la obra, una destacada artista popular, que era objeto de presuntas ofensas que constituirían en sí misma los delitos de injuria con publicidad.

4º
Que consideramos oportuno, iniciar, mediante la presentación de este proyecto de ley un debate público amplio, sobre la idoneidad de nuestro ordenamiento procesal penal, para asegurar la libre circulación de las ideas y las opiniones contenidas en documentos escritos y firmados de manera responsable por un autor de la obra y respaldados por una casa editorial.

5º
Que no podemos dejar de considerar, que existe aún a nivel interno como internacional un profundo debate entre los juristas sobre los límites de estas libertades antes señaladas, uno de los cuales es el honor, la reputación y el derecho a la privacidad de las personas, aunque queda meridianamente claro en la doctrina y en la práctica jurisprudencial extranjera, que en el caso de las personas o figuras públicas su intimidad se ve restringida, fruto de su fama, la que es conseguida precisamente mediante su exposición pública que siempre es voluntaria. Quien por sí mismo ha tomado la decisión de ceder parte de su privacidad en pro de su publicidad, debe estarse también a las consecuencias de dichas decisiones, por cuanto, siempre es lícito para los agentes generadores de opinión pública e información escudriñar en la conducta de tales sujetos, agregándose a la rigurosidad de los protocolos y/o procedimientos de investigación periodística en este caso.

6º
Que sin embargo, y en una opción axiológica protectora de las libertades públicas, debemos entender que las libertades de opinar e informar, constituyen como lo ha señalado la jurisprudencia y la doctrina nacional y sobre todo extranjera, la garantía de las demás libertades públicas y del ejercicio del resto de los derechos civiles.


Siguiendo a Nogueira podemos citar parte de las doctrinas asentadas por importantes tribunales de jurisdicción constitucional, como por ejemplo la Corte Constitucional Alemana, la que ha sostenido que “la libertad de expresión es el fundamento de otras libertades”; o el Tribunal Europeo de Derechos Humanos que ha determinado que la libertad de expresión es “una de las condiciones de base para el progreso de las sociedades democráticas y para el desarrollo de los individuos”. (1976)

7º
Que en ese sentido, estimamos, la actual normativa, en caso de una interpretación laxa y una aplicación descontextualizada del orden jurídico público constitucional, puede significar una lesión a las garantías constitucionales más arriba enunciadas, que protegen la libertad de opinión, expresión y la libre circulación de las ideas.

8º
Que atendido lo anterior, venimos en proponer una modificación legal, que nos permita, regular de mejor forma, la acción jurisdiccional, cuando los presuntos delitos que se investigan, y respecto de los cuales existan fundadas sospechas de su comisión, sean delitos contra el honor de las personas cometidos por medio de publicaciones de circulación masiva.


Así, en primer lugar, proponemos modificar el Código de Procedimiento Penal, estableciendo el derecho al retiro de la circulación y a la incautación de las publicaciones, pero, previo trámite de consulta al tribunal superior jerárquico, y permitiendo que se enerve esta actuación judicial, mediante la consignación de los recursos necesarios, para afianzar posibles indemnizaciones derivadas de la responsabilidad civil que nace de la comisión de los delitos que se acrediten.


Asimismo, y para el caso de las regiones en que se encuentra vigente la Reforma Procesal Penal, postulamos que esta decisión quede radicada en los jueces de garantía, quienes deberán consultarla ante las respectivas Cortes de Apelaciones; autorizando también el expediente del enervamiento mediante la caución de eventuales indemnizaciones y costas.

9º
Que confiamos, en que con esta iniciativa, la honorable Cámara de Diputados pueda llevar a cabo un debate serio, con altura de miras y con la debida urgencia, para evitar que la práctica de la censura vuelva a convertirse en una amenaza a las libertades públicas de esta novel República.


Los diputados que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo primero.- Modifíquese el Artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, agregando los siguientes cuarto y quinto y sexto:


“En el caso de los delitos de injurias y calumnias, cuando estos se hubieren podido cometer empleando para ello publicaciones, que no constituyan medios de comunicación social regulados por la ley Nº 19.733 “Sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo”, el juez podrá ordenar el retiro de circulación e incautación de los mismos, cuando existan presunciones fundadas de la comisión del delito y de la responsabilidad del querellado autor de las publicaciones.


Esta resolución siempre será fundada y se elevará en consulta al tribunal superior correspondiente.


Con todo, el querellado o el editor responsable de la publicación podrá en todo momento enervar la orden de retiro o confiscación, afianzando el pago de las posibles indemnizaciones civiles y costas que se pudieren sentenciar en el proceso”.


Artículo segundo.- Modifíquese el Artículo 400 del Código Proceso Penal agregando a continuación del actual inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“En el caso de los delitos de injurias y calumnias, cuando estos se hubieren podido cometer empleando para ello publicaciones, que no constituyan medios de comunicación social regulados por la ley Nº 19.733 “Sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo”, el Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantía el retiro de circulación e incautación de los mismos, cuando existan presunciones fundadas de la comisión del delito y de la responsabilidad del querellado autor de las publicaciones.


La resolución del juez de garantía será fundada y se elevará en consulta a la Corte de Apelaciones respectiva.


Con todo, el querellado o el editor responsable de la publicación podrá, en cualquier estado del juicio, enervar la orden de retiro o confiscación, afianzando el pago de las posibles indemnizaciones civiles y costas que se pudieren sentenciar en el proceso”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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